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La presente tesis titulada: “Tratamiento jurisdiccional  y aplicación de 
medidas socio educativas a menores infractores de la ley penal”, pongo a 
disposición del Jurado Examinar para optar el grado académico de magíster en 
Derecho. Para el caso, he analizado tanto la doctrina, la dogmática y 
ordenamiento jurídico relacionado al tema materia de indagación, así como al 
ámbito de investigación.                                              
Estando a lo que prescribe nuestro Código Penal, solo son responsables 
penalmente las personas que tengan de 18 años a más. En tal sentido, el 
artículo 20º inciso 2º del Código Penal establece: “Está exento de 
responsabilidad penal: 2. El menor de 18 años” Esto significa que, en nuestro 
sistemas legal vigente, solo pueden ser procesados y sancionados penalmente 
las personas que tengan 18 años al momento de cometer un delito, por más 
grave que este sea. Así, a los menores de 18 años que cometen infracciones a 
la ley penal se les aplica el Código de los Niños y Adolescentes, el cual regula 
un proceso especial para menores infractores de la ley penal y donde se prevén 
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no penas, sino medidas de protección (a los menores de 14 años) y medidas 
socioeducativas (a los menores de 14 a 17 años de edad).  
El tope de edad de los 18 años está regulado como una presunción sin 
prueba en contrario: el legislador considera que todos los menores de 18 años 
sin excepción carecen de la facultad de conocer el carácter delictuoso de sus 
actos o de determinarse conforme a esa compresión. En ningún delito, por más 
grave que sea, es posible sancionar penalmente a un menor de 18 años de 
edad. El legislador ha optado por presumir la inimputabilidad de los menores de 
18 años, en vez de determinarla individualmente en el supuesto particular; cada 
vez que cometan un ilícito penal. De este modo, un menor de 18 años puede 
comprender el carácter delictuoso de su acto y comportarse conforme a esa 
comprensión, pero por esa sola condición de minoridad, se le considerará 
inimputable. Ni siquiera una comprobación pericial (psiquiátrica  o psicológica) 
de la imputabilidad del menor o de su alto desarrollo intelectivo y volitivo puede 
revertir esta consideración. 
El nuevo Código trae como saludable novedad del derecho del 
adolescente de poder apelar también contra el internamiento preventivo (art. 
210), al establecer un plazo máximo de 48 horas para que la sala resuelva la 
impugnación. Finalmente, el artículo 219 del Código del Niño y del Adolescente 
dispone que el adolescente, sus padres o responsables, el abogado defensor, la 
parte agraviada y el fiscal, puedan apelar de la sentencia.  
Analizada la imputabilidad en sus conceptos formal y material, examinados 
los enfoques biológicos, psicológicos y mixto, se concluye que los menores de 
edad, en principio general, no son iguales a los adultos, por cuanto no ha 
concluido en ellos, el desarrollo psicobiológico, ni ha culminado el proceso de 
integración social, consecuentemente, al no actuar con la plena capacidad y 
madurez mental suficiente que les permita discernir y comprender, en toda su 
magnitud, la connotación de la antijuricidad, no son sujetos de imputabilidad o 
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responsabilidad penal. De acuerdo a ello, no puede exigírseles, sin la asistencia 
de personas adultas, una respuesta satisfactoria a las normas jurídicas 
establecidas, como lo sería, si tuvieran la motivación coactiva positiva que 
representa la amenaza de la pena.  
La responsabilidad penal que asumen los adolescentes mayores de 
catorce años por infringir la ley penal es determinada en los procesos penales, 
con las garantías y derechos inherentes al debido proceso y a la tutela 
jurisdiccional efectiva, de acuerdo a la legislación pertinente y sometidos a la 
competencia de los órganos que conforman el sistema de administración de 







This thesis entitled "Treatment and application jurisdictional social and 
educational measures to juvenile offenders of criminal law", I am available to 
Jury Browse to choose the degree of Master of Laws. For that matter, I have 
analyzed both the doctrine, dogma and law related to the subject matter of 
inquiry and the scope of research. 
Being what our Criminal Code prescribes, they are criminally liable only 
those who have more than 18 years. In this regard, article 20 paragraph 2 of the 
Penal Code states: "exempted from criminal responsibility: 2. under 18." This 
means that, in our current legal system, can only be prosecuted and punished 
people who have 18 at the time of committing an offense, however serious it 
may be. Thus, those under 18 who commit violations of criminal law are subject 
to the Code of Children and Adolescents, which regulates a special procedure 
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for juvenile offenders of criminal law and where no penalties are provided, but 
protective measures (children under 14 years) and educational measures (for 
minors 14 to 17 years old). 
The age limit of 18 is regulated as a presumption without proof to the 
contrary: the legislator considers all children under 18 without exception they 
lack the power to hear the criminal nature of his acts or determined in 
accordance with this compression. In no offense, however serious it is possible 
to criminally punish a person under 18 years of age. The legislator has chosen to 
assume criminal responsibility of minors under 18 years, instead of determining it 
individually in the specific case; every time they commit a criminal offense. Thus, 
a child of 18 can understand the criminal nature of his act and behave in 
accordance with that understanding, but that one condition of minority, will be 
considered unimpeachable. Not even a (psychiatric or psychological) Expert 
checking the accountability of the minor or his high intellective and volitional 
development can reverse this account. 
The new Code brings new healthy teenager right to also appeal against 
preventive detention (art. 210), by establishing a maximum of 48 hours for the 
room to resolve the dispute. Finally, Article 219 of the Code for Children and 
Adolescents provides that the teenager, his parents or guardians, defense 
counsel, the injured party and the prosecutor may appeal the sentence. 
Analyzed the accountability in their Formal concepts and material examined the 
biological, psychological and mixed approaches, it is concluded that the minors, 
in general principle, are not like adults, because he has not completed them, the 
psychobiological development, or has completed the process of social 
integration, consequently, by not acting with full capacity and sufficient to enable 
them to discern and understand, in all its magnitude, the connotation of 
unlawfulness mental maturity, are not subject to criminal responsibility or criminal 
liability. Accordingly, it can not be required, without the assistance of adults, a 
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satisfactory response to legal norms, as it would, if given the positive coercive 
motivation posed by the threat of punishment. 
Criminal liability assumed adolescents over fourteen years for violating the 
criminal law is determined in criminal proceedings, with the guarantees inherent 
to due process and effective judicial protection and rights, according to the 
relevant legislation and subject to the jurisdiction of the organs that make up the 












En la tesis que expongo, analizamos el problema del tratamiento de los 
menores infractores a la ley penal. Como se sabe, es muy común en cuanta 
investigación se realiza para dar a conocer los avances en la aplicación de 
políticas públicas, y específicamente al hablar de la situación de la niñez en el 
Perú siempre lo hagan presentando ostentosos y grandilocuentes informes. Y 
vemos con preocupación las condiciones de nuestra niñez que van precedidas 
de cifras dramáticas de pobreza, analfabetismo, deserción escolar, desnutrición, 
 11 
trabajo infantil, niños y adolescentes privados de libertad por trasgresión a la ley 
penal.   
Los gobiernos hacen promesas y defienden el derecho de niños, niñas y 
adolescentes. Para muchos candidatos, no hablar de los problemas de la niñez 
es un suicidio electoral, pero de un gobierno a otro es poco lo que se avanza y 
muchas veces es más lo que se retrocede. Perú tiene cerca de 30 millones de 
habitantes, de los cuales el 37 por ciento está constituido por menores de 15 
años de edad, y el 20 por ciento por jóvenes de entre 15 y 24 años. Los 
adolescentes y jóvenes nutren las estadísticas de infracciones penales, de 
desempleo, baja escolaridad y pobreza que, en general, muestran cifras 
alarmantes.  
Pero los niños y niñas no son los únicos castigados con la indiferencia del 
Estado, pues los adolescentes y jóvenes tampoco han visto concretado su 
derecho a un verdadero desarrollo. Y esta circunstancia hace difícil comentar 
los avances de la legislación nacional para cumplir con los postulados de la 
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989. En ese 
sentido, reseñamos los cambios más importantes ocurridos en la legislación 
peruana a partir de 1992 con la promulgación del Código de los Niños y 
Adolescentes, texto que incorporó en la doctrina de la protección integral. 
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Como consecuencia de ratificar nuestro país, la Convención sobre los 
Derechos del Niño (en adelante CDN), se estableció la edad mínima penal de 
doce años, parámetro que fue reproducido en el texto normativo del Código los 
Niños y Adolescentes (en lo sucesivo CNA), promulgado posteriormente a dicha 
ratificación. A partir de entonces, se reconoce a los menores de edad como 
sujetos de derechos y no más como objetos de tutela, es decir, que los menores 
de edad son titulares de los mismos derechos que los adultos, con las 
precisiones propias de su edad, atendiendo al progresivo desarrollo 
psicobiológico que experimentan, para lo cual se pondera su protección 
especial.  
Fue así, como se establece un catálogo de derechos y garantías 
sustantivas y procesales, en aras de velar por la defensa de los derechos de los 
menores de edad en conflicto con la ley penal. Así también, se crea el Sistema 
Nacional de Atención Integral del Niño y el Adolescente, conformado por 
órganos, entidades y servicios públicos y privados, encargados de formular las 
políticas y los programas tendientes y servicios públicos y privados, encargados 
de formular las políticas y los programas tendientes a promover, reconocer, 
respetar, defender y garantizar los derechos de los niños y adolescentes, 
correspondiéndole a los órganos jurisdiccionales: Juzgado de Paz Letrados, 
Juzgados y Salas de Familia, la Administración de Justicia Especializada en 
Niños y Adolescentes. Se realiza para ello, un trabajo coordinado con el 
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Ministerio Público, a través de las Fiscalías Provinciales y Superiores 
Especializadas en lo Civil y Familia, con el Ministerio de Justicia –Defensorías 
de Oficio –y con la Policía Especializada en Asuntos de Familia, Niños y 
Adolescentes. 
Sin embargo, con la promulgación del Decreto Legislativo Nº 990 el 21 de 
Julio del año 2007, se modificaron algunos artículos del CNA referidos a la edad 
mínima para determinar la responsabilidad penal, estableciéndose que los niños 
y adolescentes menores de catorce años son sujetos de medidas de protección 
y los adolescentes mayores de catorce años son sujetos de medidas 
socioeducativas (artículo IV del Título Preliminar del CNA concordado con el 
artículo 242 del aludido ordenamiento jurídico). 
Atendiendo a que dicha regulación ha conllevado a que los diversos 
operadores del sistema de justicia a nivel nacional, asumiendo una serie de 
interpretaciones discrepantes, resuelvan de manera disímil, cuando se plantean 
caso de menores de catorce años que infringen la ley penal, generándose un 
conflicto al momento de tramitar y resolver dichas causas, en razón a que las 
medidas de protección se dictan en procesos tutelares y las medidas 
socioeducativas, en procesos de infracción penal. Es preciso acotar que las 
medidas socioeducativas se imponen previa determinación de la 
responsabilidad penal, siendo la finalidad y la tramitación del proceso de 
infracción a la ley penal distinta a la del proceso tutelar. Por ello, resulta 
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indispensable fijar criterios jurisdiccionales uniformizantes sobre la interpretación 
de los artículos modificados por el Decreto Legislativo Nº 990 y la 
responsabilidad penal de los menores de edad en conflicto con la ley penal.  
La presente investigación analiza los alcances normativos establecidos en 
el Decreto Legislativo Nº 990 y las implicancias de procesar penalmente a 
menores de catorce años, para lo cual se recurrirá a los antecedentes históricos 
en el tratamiento jurídico –penal de menores, analizando el avance y 
mejoramiento de la legislación penal juvenil, para concluir, determinando, si 
corresponde procesar penalmente a los menores de catorce años y si deben 
dictarse medidas de protección en procesos penales.  
Se hace necesario establecer principios que fortalezcan los mecanismos 
para reducir los factores de vulnerabilidad que afectan a esta población. En 
primer lugar consideramos que se debe propugnar un real cambio en la 
concepción del tratamiento que se le da al adolescente infractor ante el 
“delincuente”. No resulta suficiente el cambio de concepción establecido en 
nuestra legislación, pues se debe interiorizar dicho cambio en el tratamiento 
directo que les dan a los adolescentes los agentes que participan en el proceso 
de judicialización de aquellos. La no estigmatización del adolescente infractor 
debe ser nuestro punto de partida. 
Sería adecuado lograr que se extendiera la aplicación del artículo 135 del 
Código Procesal Penal de la justicia penal de adultos a la justicia penal juvenil, 
 15 
para equilibrar la balanza con todo aquello que es favorable al interés superior 
del adolescente, y así concordaríamos con la doctrina de los derechos 
humanos, que dispone evitar las detenciones arbitrarias, y limita la detención 
preventiva únicamente a los casos en que los que la comisión de infracciones 
haya sido dolosa. Se evitaría así el internamiento en los supuestos en que la 
infracción se hubiera realizado culposamente, y así se lograría que se respetara 
el estado jurídico de inocencia del adolescente y se cumpliera el principio de 
juicio previo, de cuyo desarrollo resultaría la aplicación de la medida 
socioeducativa que procede imponer, tras haberse demostrado que la conducta 
sea típica, antijurídica y culpable. 
Es conveniente y urgente la reorganización de los centros de internamiento 
para adolescentes infractores de la ley penal. No obstante el cambio y la 
voluntad manifiesta de generar una nueva política de tratamiento, se perciben 
en los centros de internamiento para adolescentes privados de libertad ciertos 
problemas y deficiencias que son necesarios definir para coadyuvar en la 
búsqueda de soluciones integrales. 
Ante la ausencia de una política de ejecución de la medida socioeducativa 
–específicamente la de internamiento –no puede ser subsanada con las 
disposiciones del Código de Ejecución Penal, porque además de no existir 
norma que así lo disponga, en tal cuerpo normativo se parte de una concepción 
totalmente distinta al que debe estar presente en el tratamiento del adolescente 
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infractor: rehabilitación mediante educación integral. Paralelamente a la 
regulación de normas que plasmen una política de tratamiento, se requiere la 
expedición de un reglamento que disponga reglas de vida diaria comunes a 
todos los centros.  
Con respecto a la estructura de la tesis, debo manifestar que, ella se halla 
expuesta en tres capítulos: 
Capítulo I: Planteamiento metodológico de la investigación. 
Capítulo II: Marco teórico de los derechos de los menores.  






















PLANTEAMIENTO METODOLÓGICO DE LA 
INVESTIGACIÓN 
 
1. EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
De acuerdo a nuestro Código Penal, solo son responsables penalmente 
las personas que tengan de 18 años a más. En tal sentido, el artículo 20º inciso 
2º del Código Penal establece: “Está exento de responsabilidad penal: 2. El 
menor de 18 años” Esto significa que, en nuestro sistemas legal vigente, solo 
pueden ser procesados y sancionados penalmente las personas que tengan 18 
años al momento de cometer un delito, por más grave que este sea.  
A los menores de 18 años que cometen infracciones a la ley penal se les 
aplica el Código de los Niños y Adolescentes, el cual regula un proceso especial 
para menores infractores de la ley penal y donde se prevén no penas, sino 
medidas de protección (a los menores de 14 años) y medidas socioeducativas 
(a los menores de 14 a 17 años de edad). El tope de edad de los 18 años está 
regulado como una presunción sin prueba en contrario: el legislador considera 
que todos los menores de 18 años sin excepción carecen de la facultad de 
conocer el carácter delictuoso de sus actos o de determinarse conforme a esa 
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compresión. En ningún delito, por más grave que sea, es posible sancionar 
penalmente a un menor de 18 años de edad.  
El legislador ha optado por presumir la inimputabilidad de los menores de 
18 años, en vez de determinarla individualmente en el supuesto particular; cada 
vez que cometan un ilícito penal. De este modo, un menor de 18 años puede 
comprender el carácter delictuoso de su acto y comportarse conforme a esa 
comprensión, pero por esa sola condición de minoridad, se le considerará 
inimputable. Ni siquiera una comprobación pericial (psiquiátrica  o psicológica) 
de la imputabilidad del menor o de su alto desarrollo intelectivo y volitivo puede 
revertir esta consideración. 
A partir del incremento de la delincuencia juvenil y la cada vez mayor 
gravedad de sus actos, caso “Gringasho”, en los últimos meses, se han 
presentado al Congreso numerosos proyectos de ley relacionados a la edad de 
la imputabilidad penal y a la delincuencia juvenil, caso de los menores sicarios1. 
La mayoría de ellos proponen modificar el Código Penal y el CNA, a fin de 
habilitar la posibilidad de sancionar como adultos a los menores de 18 años que 
hayan cometido delito considerados graves.  
                                                 
1 Finalmente se presentó un proyecto de ley  en el Congreso que propone crear como delito autónomo 
al llamado sicariato, con el objetivo de aliviar la ola de inseguridad que se vive actualmente. De esta 
forma, la iniciativa legislativa propone crear como delito autónomo el encargo de asesinar a cambio de 
recompensa o promesa de pago con una pena de hasta 30 años. No solo ello, también crea a figura de 
instigación al sicariato a menor de edad para castigar con cadena perpetua a todo aquel que instiga a 
un menor a cometer asesinato. 
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Estas iniciativas no son nuevas. Recordemos que el texto anterior del 
artículo 20.2. del CP (modificado por el Decreto Ley Nº 25564, del 20 de junio 
de 1992) exceptuaba de responsabilidad penal a los menores de 18 años, salvo 
que hayan cometido hechos tipificados como delito de terrorismo, en cuyo caso 
deberán ser menores de 15 años. Esta norma, sin embargo, fue objetada por el 
Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, que señaló que 
infringía la Convención sobre los Derechos del Niño (que considera “niños” a las 
personas menores de 18 años), por lo que fue finalmente derogada por la Ley 
Nº 26447, del 21 de abril de 1995.  
Según el Código de los Niños y Adolescente (CNA), Ley Nº 27337, del 7 
de agosto de 2000, la medida socioeducativa más grave que puede recibir un 
adolescente es la de internación (en un centro de rehabilitación o “centro de 
observación y diagnóstico del Poder Judicial”) por el máximo de 6 años, lo que 
sucede en casos de infracciones graves, por ejemplo, homicidio, robo, violación 
sexual, etc.  
Si el adolescente durante el cumplimiento de esta medida socioeducativo 
alcanza la mayoría de edad, debe ser trasladado a ambientes especiales de un 
establecimiento penitenciario primario a cargo del INPE. Sin embargo, dado que 
los establecimientos penitenciarios de reos primarios no cuentan con ambientes 
especiales para el cumplimiento de medidas socioeducativas, los infractores, en 
la práctica, permanecen en los centros de rehabilitación incluso más allá de los 
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18 años de edad, conviviendo con menores de edad. Ahora bien, no siempre la 
medida de internación se cumple en su integridad, pues es posible que el 
adolescente recupere su libertad anticipadamente, a través de un beneficio 
penitenciario. Así, el artículo 241º del CNA regula el beneficio de semilibertad, a 
través del cual el adolescente infractor puede egresar del centro de reclusión 
cuando haya cumplido con las dos terceras partes de la medida de internación.  
Por si fuera poco, la pretensión de procesar y aplicar medidas 
socioeducativas a los adolescentes infractores, se ve significativamente 
frustrada, en razón a los reducidos plazos de prescripción de la acción que 
establece nuestro CNA. En efecto, según el artículo 222º, la acción judicial en 
estos casos prescribe a los dos años de cometido el acto infractor (cualquiera 
sea su gravedad), tiempo sin duda insuficiente para una adecuada actuación de 
los jueces y fiscales de familia.  
El Proyecto Nº 1107/2011-CR propone modificar el artículo 20.2 del CP, con 
el siguiente texto: “Está exento de responsabilidad penal: 2. El menor de 18 
años, salvo que haya incurrido en delito de homicidio calificado, violación de la 
libertad sexual, u otro delito sancionado con pena privativa de la libertad no 
menor de veinticinco años o cadena perpetua, en cuya situación el Juez 
mediante resolución debidamente motivada y revisada por el Superior, 
dispondrá su juzgamiento y/o sanción como mayor”. Como se puede ver, el 
problema expuesto se halla en discusión, por tanto, el objeto de la presente 
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investigación será analizar con mayor profundidad la temática y plantear 
algunas alternativas de solución. 
2. DELIMITACIÓN DEL PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
Pregunta principal: 
¿Cuál es el tratamiento jurisdiccional y aplicación de las medias socio 
educativas que reciben los menores infractores de la ley penal en el Distrito 
Judicial de Puno y cuál debería ser las medidas más convenientes para superar 
el problema? 
Preguntas secundarias: 
¿Cuál es el tratamiento jurisdiccional de los menores infractores de la ley 
penal en el Distrito Judicial de Puno? 
¿Cuáles son las medidas socio educativas que reciben los menores 
infractores de la ley penal en el Distrito Judicial de Puno? 
3. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1. OBJETIVO GENERAL: 
Describir y analizar la forma del tratamiento jurisdiccional y la aplicación 
de las medidas socio educativas a los menores infractores de la ley penal en el 
Distrito Judicial de Puno. 
3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 
a) Evaluar el tratamiento jurisdiccional de los menores infractores a 
la ley penal en el Distrito Judicial de Puno. 
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b) Analizar los efectos de las medidas socio educativas a menores 
infractores de la ley penal e el Distrito Judicial de Puno. 
4. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
La investigación que nos proponemos realizar se justifica por lo siguiente: 
a) Existe un incremento desmedido de la delincuencia juvenil a 
nivel nacional la misma que se ha agudizado en los últimos 
tiempos. 
b) Este incremento de la delincuencia juvenil se da con mayor 
gravedad en cuanto se refiere a la infracción penal, caso 
“gringazo”. 
c) La norma penal se sujeta a los estándares internacionales pero 
a nuestro parecer colisiona con la realidad y la gravead de los 
delitos cometidos por los menores de edad. 
d) Existen a la fecha diversos proyectos de ley para reformular la 
norma penal, lo cual ha generado un gran debate entre los 
juristas a nivel nacional. 
e) La presente investigación procura efectuar algunos aportes 





5. HIPÓTESIS DE LA INVESTIGACIÓN 
 Primera hipótesis:  
En el tratamiento jurisdiccional y la aplicación de las medidas socio 
educativas a los menores infractores de la ley penal en el Distrito Judicial de 
Puno no se respetan los estándares internacionales expuestos en la 
Convención del Niño ni los derechos fundamentales de los menores regulados 
en el Derecho peruano. 
Segunda hipótesis: 
Existe deficiencias en el tratamiento el Poder Judicial a los menores 
infractores a la ley penal al no respetarse los derechos fundamentales de los 
menores en el Distrito Judicial de Puno. 
Tercera hipótesis: 
Las medidas socio educativas a menores infractores de la ley penal en el 
Distrito Judicial de Puno no conlleva a la rehabilitación de dichos menores. 
Variables: 
V1: Tratamiento jurisdiccional. 
V2: Medidas socio educativas. 
V3: Menores infractores de la ley penal. 
V4: Estándares internacionales. 
V5: Derechos fundamentales de los menores. 
V6: Distrito Judicial de Puno. 
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6. PROCESO METODOLÓGICO DE INVESTIGACIÓN 
6.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN JURÍDICA 
En el desarrollo de la tesis, se utilizó el método descriptivo-explicativo, 
también, y en consideración a su propia naturaleza, el método de análisis y 
síntesis. Estos métodos son los más adecuados al tipo de investigación jurídica.  
6.2.  DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
Asimismo, hemos aplicado el diseño cualitativo en el análisis y el diseño 
cuantitativo en la exposición de los resultados. 
6.3. TÉCNICAS DE INVESTIGACIÓN 
Por las particularidades del Derecho, las técnicas propias en el diseño de 
investigación es documental, análisis de casos de infracción de la ley penal por 
menores en el ámbito de la investigación.  
6.4. FUENTES DE INVESTIGACIÓN  
Las fuentes de información de carácter empírico se remitieron al análisis 
de los casos de infracción penal por menores en el Distrito Judicial de Puno. Las 
fuentes secundarias, estarán constituidas por toda la doctrina jurídica, las 
normas penales que tratan las infracciones cometidos por menores de edad. 
6.5. ÁMBITO 
El ámbito de la investigación abarca el Distrito Judicial de Puno. 
6.6. TIEMPO 
 La investigación abarca el período de los años: 2011 – 2014. 
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7. MARCO CONCEPTUAL 
7.1. MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS 
Las medidas socioeducativas son aquellas que teniendo en cuenta la 
familia en que vive el adolescente y su entorno social, mediante normas 
educativas lo resocializa y lo convierte o trata de convertirlo en un sujeto útil a la 
sociedad. Es una simple amonestación y exhortación al adolescente y a los 
padres para el cumplimiento de reglas de conducta, enfatizando el 
reconocimiento de valores, limitación o restricción de su libertad, o en última 
instancia, privándolo de su libertad con fines de tratarlo y rehabilitarlo. El Código 
de los Niños y Adolescentes tienen como finalidad una serie de medidas que 
benefician al menor de edad.  
El Juez puede imponer las medidas socioeducativas siguientes:  
a) Amonestación  
b) Prestación de servicios a la comunidad 
c) Libertad asistida 
d) Libertad restringida 
e) Internamiento en establecimiento para tratamiento.  
7.2. INTERNACIÓN DEL MENOR  
La internación es la privación de la libertad del adolescente infractor y, 
por eso, el Código señala que solo podrá aplicarse cuando:  
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a) Se trate de un acto infractor doloso, que se encuentren tipificado 
en el Código Penal y cuya pena sea mayor de cuatro años.  
b) Por reiteración en la perpetración en otras infracciones graves. 
c) Por incumplimiento injustificado y reiterado de la medida 
socioeducativa impuesta (artículo 236º) 
Como señalamos anteriormente, la internación es una medida privativa de 
libertad que “no excederá de seis (6) años” (artículo 235º); sin embargo, ha sido 
desvirtuado este numeral por los plazos señalados a la medida socioeducativa 
de internación en los artículos 195 y 196 del mismo cuerpo legal.  
7.3. AMONESTACIÓN  
Cuando la infracción penal no reviste mayor gravedad, por ejemplo, un 
delito denominado de Bagatela y adolescente cuenta con padres tutores o 
responsables que le brindan un hogar a una familia bien constituida, el Juez 
puede dictar la amonestación. La amonestación consiste en la recriminación al 
adolescente y a sus padres o responsables (artículo 231º). 
7.4. PRESTACIÓN DE SERVICIOS A LA COMUNIDAD 
El Juez, teniendo en cuenta la aptitud del adolescente sin perjudicial su 
salud, escolaridad y trabajo, impone la medida de servicios a la comunidad que 
consiste en la realización de tareas que pueda realizar el infractor. La prestación 
de servicios es por un periodo máximo de 6 meses; debe ser supervisado por 
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personal técnico de la Gerencia de Operaciones de Centros Juveniles del Poder 
Judicial en coordinación con los Gobiernos Locales (artículo 232º).  
7.5. LIBERTAD ASISTIDA 
El servicio de Libertad Asistida designa a un tutor para que oriente, 
supervise y promueva el cambio de conducta del adolescente y su familia. Es en 
buena cuenta el personaje que va a establecer un puente entre la sociedad, la 
familia y adolescente para que mediante medios socioeducativos se convierta 
en una persona útil a la sociedad sin que merezca el reproche de esta.  
El Código del Niño y Adolescente señala que la Libertad Asistida consiste 
en la designación por la Gerencia de Operaciones de Centros Juveniles del 
Poder Judicial de un tutor para la orientación, supervisión y promoción del 
adolescente y su familia, debiendo presentar informes periódicos. Esta medida 
se aplicará por el término máximo de ocho meses (artículo 233º).  
7.6. LIBERTAD RESTRINGIDA  
La Libertad Restringida consiste en la asistencia y participación diaria y 
obligatoria del adolescente en el Servicio de Orientación al Adolescente a cargo 
de la Gerencia de Operaciones de Centros Juveniles del Poder Judicial, a fin de 
sujetarse al Programa de Libertad Restringida tendente a su orientación, 
educación y reinserción. Se aplica por un término máximo de doce meses 
(artículo 234º).  
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7.7.  DEFINICIÓN INTERNACIONAL DEL NIÑO  
Al promulgarse la Convención sobre los Derechos del Niño por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, en el 
artículo 1º se definió con la siguiente fórmula: “para los efectos de la presente 
Convención se entienden por niño todo ser humano menor de 18 años de edad, 
salvo en virtud de la Ley que le sea aplicable haya alcanzado la mayoría de 
edad”. Indudablemente, que los asambleístas considerando extensivamente el 
término Niño y siguiendo la denominación dada en la Declaración de Ginebra 
(26 de setiembre de 1924) y la Declaración de los Derechos del Niño (20 de 
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1.  DEFINICIÓN INTERNACIONAL DE NIÑO  
Al promulgarse la Convención sobre los Derechos del Niño por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, en el 
artículo 1º se definió con la siguiente fórmula: “para los efectos de la presente 
Convención se entienden por niño todo ser humano menor de 18 años de edad, 
salvo en virtud de la Ley que le sea aplicable haya alcanzado la mayoría de 
edad”. Indudablemente, que los asambleístas considerando extensivamente el 
término Niño y siguiendo la denominación dada en la Declaración de Ginebra 
(26 de setiembre de 1924) y la Declaración de los Derechos del Niño (20 de 
noviembre de 1959) dio dicha connotación al término niño.  
No obstante lo anterior, el Código de los Niños y Adolescentes en el Perú, 
y en otros países se ha considerado niño “a todo ser humano desde su 
concepción hasta cumplir los 12 años de edad”, siguiendo la definición de la 
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terminología acuñada por el Instituto interamericano del Niño; pero para 
completar el área de la minoridad se ha definido al adolescente como el ser 
humano “desde los 12 a los 18 años”, momento en que se adquiere la 
capacidad civil plena, en el caso de una persona normal. Salvo que esta 
capacidad se obtenga para un menor de edad. En buena cuenta, se ha tenido 
en consideración, los dos peldaños que considera la Psicología Evolutiva 
referente al ser humano.  
Para los efectos de la sanción o medida socio educativa, el Perú considera 
al adolescente infractor a partir de los 14 años de edad. En estos países 
latinoamericanos, la edad fluctúa entre 12, 13 y 14 años. Finalmente, a efectos 
de evitar discriminaciones y en función del género, se califica no solamente al 
masculino niño, sino también a la femenina niña. El asunto, en realidad, es que 
se ha originado una discusión bizantina, porque no conlleva, es que se ha 
originado una discusión bizantina, porque no conlleva a la solución de la 
problemática de los menores de edad en América Latina, por lo  menos, para el 
autor no tiene mayor importancia, ya que la minoría de edad es una condición 
que se otorga a quien le ostenta y que requiere de un tratamiento especial por el 
Derecho. 
2. EL DERECHO Y EL MENOR EN LA HISTORIA PENAL  
El término “delincuencia juvenil”, involucra a los menores responsables (de 
12 a 18 años) y a los jóvenes también responsables (de 18 años cumplidos 
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hasta los 25). En cuanto a los menores se refiere la expresión es utilizada en el 
campo jurídico, sociológico, pedagógico, criminológico, psiquiátrico y de la 
publicidad. Para los adolescentes la sanción, que se le aplica a los culpables de 
hechos tipificados en la Ley Penal como delitos o faltas la sanción se ha 
denominado “medidas socioeducativas”: Welzel sostiene “que la diferencia” 
entre unas y otras (pena, sanción o medida) no se debe buscar en sus 
estructuras, sino en las razones de su justificación. Ambas implican a menudo 
una privación de la libertad, pero ambas apuntan a la realización de la persona y 
tal diferenciación no debe ser sustancial en su configuración ‘si quiere ser 
práctica y exitosa’. La privación de libertad acusa insignificante diferencia si es 
determinada título de pena o de medida de seguridad”. 
Para los efectos del presente trabajo, es preciso poner especial énfasis en 
la relación entre el menor y el Derecho Penal, estableciendo un nexo entre 
ambos, y esto pretendemos lograrlo mediante una sucinta descripción de los 
sistemas que a través de la historia han regulado la responsabilidad motivada 
por la comisión de delitos por parte del menor, considerando en este punto los 
diferentes tratamientos con las diferentes edades en función de la primera etapa 
en que es sujeto incapaz jurídicamente y en una segunda etapa en que es 
considerado una persona con derechos, deberes y garantías. 
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Siguiendo la metodología de Ana Paola Hall García2, jurista colombiana, 
para comprender la situación de los menores nos referiremos:  
a) “El menor como sujeto social y de derechos.  
b) El menor ante el Derecho Penal  
A pesar de que en la parte primera nos hemos remitido en forma general a 
la evolución histórica del Derecho Penal, es preciso comprender cómo se le 
trató al menor desde la aplicación de la pena genérica, al que cometía delito, 
hasta la actualidad en que se le diferencia. La autora mencionada señala que en 
la civilización griega, los hechos lesivos a la sociedad realizados por menores 
eran considerados no intencionales e intencionales, en el primer caso. 
Aristóteles señalaba que los niños eran irresponsables, a pesar de ello, en el 
Derecho positivo se consideraba castigo para el homicidio accidental. Platón, 
aun cuando diferenciaba la valoración del daño originado, mantenía a la pena 
en el caso del homicidio.  
En el Derecho Romano3, Justiniano distinguía 3 períodos según la edad.  
1. Irresponsabilidad absoluta hasta los 7 años, llamado de la Infancia 
y el próximo a la Infancia hasta los 10 años y medio en el varón y 
9 años y medio en la mujer, en que el infante no podía hablar aún, 
ni era capaz de pensamiento criminal. 
                                                 
2 Hall García, Ana Paola. La responsabilidad del menor, Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, Santa Fe 
de Bogotá. Colombia, 2004.  
3 Chunga Lamonja, Fermín. Derechos de Menores, Ob. Cit.  
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2. Correspondiente a la edad de la pubertad hasta los 12 años en la 
mujer y 14 en el hombre, en que el menor no podría aún 
engendrar; pero en el cual la incapacidad de pensamiento podía 
ser avivada por la malicia, el impúber podía ser castigado.  
3. De la pubertad hasta los 18 años extendido después hasta los 25 
años, denominado de minoridad, en que eran castigado los actos 
delictuosos cometidos por los menores estableciéndose, solo 
diferencias en la naturaleza y en la cantidad de la pena. 
Según el antiguo criterio de los romanos, el infante era literalmente el que 
no podía hablar. A pesar de lo antes mencionado, cita San Gregorio en sus 
diálogos que un niño de 9 años dejó embarazada a su nodriza, Juan de Anan, 
recuerda que en su carta “Vital Probo”, dice que Salomón y Achas procrearon 
hijos a los 11 años y añade luego que una mujerzuela crió a un niño 
abandonado, sirviéndole de nodriza y como el niño durmiese con ella hasta la 
edad de 10 años, sucedido que la mujer habiendo bebido más de lo que le 
permite la templanza, impulsada después por su liviandad con torpes 
movimientos excitó al niño para el coito4. Lo anterior, de acuerdo a la legislación 
romana, podía haber ocasionado consecuencias de tipo punitivo.  
En Roma, prevaleció el distinguir entre lo bueno y lo malo, y con base en 
esto se aplicaba la medida punitiva, pero con menos rigurosidad que a un 
                                                 
4 Chunga Lamonja, Fermín. Derecho de Menores, Grijley, 2002.  
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adulto. En España, la influencia del Derecho Romano fue evidente, y en la 
Novísima Recopilación de 1805 se estableció una atenuación de la pena en 
caso de menores de 12, 17 o 20 años, según sea el caso, ya que podría 
imponerse la pena de galera o azotes a los menores de 20 años que hubieran 
cometido un robo. En el Siglo XIX, se dio paso al principio humanitario en el 
tratamiento del menor, y se dieron tramos. Asimismo, van surgiendo las 
primeras jurisdicciones especiales de menores.  
De lo expuesto, se verifica que desde una rigidez absoluta en que no 
existía diferenciación entre los ilícitos que cometía el menor en cuanto a la 
imposición de la pena en relación con la del adulto fue flexibilizándose hasta el 
hecho de considerarlo una persona con responsabilidad restringida teniendo 
como eje la imposición y apreciación del medio mediante el discernimiento.  
El avance ha sido lento y el Derecho Especial en relación con el Menor 
Infractor Penal ha variado desde 1804 en que en Inglaterra se determinó 
reclusión en Centros separados para los menores delincuentes; en Rusia en 
1897 se dispuso juzgarse a los Menores Infractores entre 10 y 17 años a 
“puertas cerradas” en Audiencia Especial con participación de los padres y 
aplicarse sanciones penales correctivas. 
Uno de los avances en el juzgamiento del menor, surge con la instalación 
del primer Tribunal de Menores en la ciudad de Chicago en 1899, como 
consecuencia de la prédica ardiente de una sociedad femenina de protección de 
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menores que dirigían las damas que respondían a los nombres de Janett 
Adams y Julia Lathrop. Casi inmeditamente después surge el Tribunal de 
Denver que dirigiera el ilustre Jurista Ben Lindsay.  
En Europa, empiezan a funcionar Tribunales de Menores: en 1905, en 
Alemania; en 1908, en Inglaterra; en 1912, en Francia; en 1917; en Italia; en 
1919, en España; y en 1920, en Portugal. México y Brasil en América, crearon 
Tribunales de Menores en 1924. 
En todo tiempo, la aplicación de la pena surge como una forma de control 
social, pero este control social gira sobre la base de la culpabilidad y esta a la 
responsabilidad o no, del agente infractor penal. De ahí que uno de los temas 
que nos invita a la reflexión es que el ser humano normal es responsable 
penalmente de sus actos y se hace merecedor al reproche social.  
3. EL MENOR FRENTE A LA INIMPUTABILIDAD, 
IMPUTABILIDAD, CULPABILIDAD Y RESPONSABILIDAD 
Consideramos de vital importancia el tratar de dilucidar los temas 
siguientes: inimputabilidad, imputabilidad, culpabilidad o responsabilidad en 
referencia con los menores de edad que han infringido la norma penal.  
3.1. INIMPUTABILIDAD 
La inimputabilidad es la ausencia de responsabilidad penal; por ejemplo, 
el Código Penal peruano señala, en el artículo 20º, las causas de la exención de 
penas; en el inciso segundo, textualmente indica que está exento de pena “el 
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menor de 18 años”; asimismo, el artículo 15º del mismo cuerpo de leyes 
prescribe que el que por su cultura o costumbre comete un hecho punible sin 
poder comprender el carácter delictuoso de su acto de determinarse de acuerdo 
a esa comprensión, será eximido de responsabilidad. Tal es el caso, de los 
enfermos mentales y de los menores de edad. Los primeros, incapaces 
permanentes si es que la enfermedad no es curable; y los segundo, durante su 
minoría de edad, la que se termina al cumplir los 18 años de edad de 
conformidad con el artículo 30º de la Constitución Política del Perú.  
3.2. IMPUTABILIDAD 
La imputabilidad tiene acepción equívoca; por un lado, es imputar o 
“atribuir a otro una culpa, un delito o una acción5 y, por otro, es la persona 
menor o mayor de edad, a la que se indica como presunto autor de la comisión 
de un delito o falta, siempre que no sea un incapaz permanente. Los términos 
inimputabilidad e imputabilidad han sido poco discutidos a través de la historia 
de la ciencia penal, en virtud de que la preocupación de los penalistas se ha 
centrado en la discusión referente al “discernimiento” y “al libre albedrío”, este 
último dio origen a una polémica entre los representantes de la Escuela Clásica 
y el Positivismo Criminológico, más tarde el declararse sobre la imputabilidad 
era referirse a la capacidad de acción, de delito, de pena y de culpabilidad. Se 
consideró a la imputabilidad como un presupuesto de la culpabilidad.  
                                                 
5 Diccionario Básico de la Lengua Española”, Ed Plantea.  
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En la actualidad en el campo de la Dogmática Jurídico Penal, el estudio de 
imputabilidad aparece en cierta forma relegado, porque frente a la crisis del 
concepto de culpabilidad, los penalistas buscan el fundamento material de 
concepto culpabilidad. Hay que recordar que no solamente ahora sino antes, a 
partir del momento en que Enrico Ferri, conspicuo representante de la doctrina 
positivista, rebatió a Lombroso, quien sostenía que el hombre nacía con el gen 
de la criminalidad, el hombre delincuente, en el sentido de que el delito se 
cometía por causas no congénitas y se vinculó la imputabilidad con otras 
ciencias como la Psicología, Psiquiatría, Sociología. Criminología. Etc. por esta 
razón, los penalistas no han podido sentar bases inconmovibles para el estudio 
de la imputabilidad. 
Lo expuesto anteriormente nos lleva a señalar que la polémica sobre la 
imputabilidad sigue moviéndose en torno al tema del libre albedrío, que iniciaron 
los seguidores de las Escuelas Clásicas y Positivistas. La visión actual que 
sostiene la doctrina, sobre la Imputabilidad tiene diferentes matices, así lo define 
como capacidad de comprensión del injusto y capacidad de dirigir la actuación 
conforme a dicha comprensión, o sencillamente como capacidad de motivación.  
3.3. LA IMPUTABILIDAD Y EL PERJUICIO SOCIAL: TEORÍAS 
En el Perú y en los países latinoamericanos, la minoría de edad forma 
parte del Derecho Penal que recoge las causas de inimputabilidad y esto nos 
motiva a señalar que el menor de 18 años siendo imputables es inimputable 
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para los efectos de la imposición de una pena, pero es responsable (culpable) y 
se hace acreedor de una medida. En efecto, si el niño o adolescente cometen 
un acto típico, antijurídico y culpable (delito) se le imputará la figura que 
corresponde al tipo penal respectivo de acuerdo con el Principio de Legalidad. 
Sin embargo, si es culpable no se le aplicará una pena, sino una Medida de 
Protección si es menor de 14 años o Medida Socio-Educativas si es mayor de 
14 años y menor de 18 años. En el caso del primero, no se le someterá a un 
proceso con características penales, sino a una Investigación Tutelar; en el 
segundo caso, sí habrá un proceso penal especial denominado en nuestra 
legislación como “Diligencia de esclarecimiento”. 
Según se señala por razones de conceptualización de términos, el menor 
de edad es imputable de la comisión de delitos y faltas, pero a la vez es 
inimputable teniendo en cuenta que la edad no le permite valorar en forma 
correcta el ilícito penal en su real sentido. En consecuencia, podemos afirmar 
que existe un Derecho Penal Especial de Menores, cuyo fin es de la prevención 
antes y después de la comisión del ilícito; protección que debe el Estado a la 
sociedad y para lograr esto, debe buscar la resocialización, a través de 
tratamientos específicos que enderecen la conducta desviada del menor y 
permitan su desarrollo integral, psicosomático.  
Reflexionemos sobre el particular: el menor de edad no es un incapaz, sino 
es una persona en desarrollo físico e intelectual, sujeto de derechos de acuerdo 
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a la Convención sobre los Derechos del Niño. Si bien es cierto que hasta los 18 
años, no tiene capacidad de ejercicio, salvo las excepciones que señala el 
Código Civil peruano, por ejemplo, el reconocimiento de un hijo, el iniciar un 
proceso de alimentos, el solicitar pago por los gastos de embarazo y parto, a 
partir de los 14 años el formar parte del Consejo de Familia con voz y voto, el 
solicitar la remoción de su tutor a partir de los 12 años; el de contraer 
matrimonio civil a partir de los 16 años y por ficción legal adquirir la capacidad 
de ejercicio plena de haber obtenido una profesión u oficio, entre otros casos 
que señala la legislación. No es entonces, un incapaz absoluto con carácter de 
permanencia, sino que es una persona humana cuyos derechos de acción son 
restringidos en razón de la edad.  
¿Qué es el discernimiento? Si consideramos que el discernimiento es 
poder de diferenciar lo bueno de lo malo, en el mundo globalizado en que 
vivimos el niño adquiere discernimiento a corta edad. Algunos sostienen que 
este desarrollo –para distinguir lo bueno de lo malo está ligado al aspecto 
cultural y educativo, en consecuencia, si bien es cierto que su adquisición no es 
homogénea, ha variado fundamentalmente del que se tenía por ejemplo en los 
siglos XVII y XVIII, y con el advenimiento de nuevas metodologías de la 
enseñanza y apoyo tecnológico increíble. Recordemos que el Código Civil 
peruano señala que el menor con discernimiento es responsable de los actos 
ilícitos que se cometan, se entiende en el campo pecuniario.  
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3.4. CULPABILIDAD 
La culpabilidad es, según Cobo del Rosal y Vives Antón “el reproche 
personal que se dirige al autor por la realización de un hecho típicamente 
antijurídico”. El menor para ser declarado culpable y responsable de haber 
realizar el acto con discernimiento, si se quiere podría decirse con capacidad 
suficiente en entender el daño que causa por su acción u omisión.  
En el caso de un niño que comete un hecho reprochable cuando no ha 
alcanzado la madurez que le permita diferenciar lo bueno y lo malo que puede 
declarársele culpable de lo que realiza en perjuicio de otro; pero, cuando un 
adolescente que tiene pleno discernimiento comete el mismo acto es 
responsable de este; y, por tanto, culpable. No se le aplicará la pena que 
corresponde a un adulto que realiza el delito o falta, sino una medida que tienda 
a su rehabilitación.  
Partiendo que la inimputabilidad es una etiqueta de minusvalía al 
imputable, debe rechazarse, ya que en puridad de verdad va en contra de un 
Debido Proceso, derecho fundamental de toda persona humana y principio 
básico de un Estado Social y Democrático de Derecho. Por eso, opina el autor, 
es necesaria la expulsión del menor con pleno discernimiento del ámbito de lo 
inimputable. A pesar de que lo que sostengo contradice una posición diferente 
en el pasado, creo con honestidad que se trata de un tema que debemos 
reconsiderar, ya que esto no aclara sino enturbia, la situación real del menor. 
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Creo que la posición que tomo apunta hacia un objetivo: un entendimiento 
diferente de la inimputabilidad, una concepción respetuosa de la autonomía, 
igualdad y la dignidad del menor inimputable y de todos los derechos que le son 
inherentes de acuerdo a la Constitución del Perú y a la Convención y Tratados 
Internacionales sobre Derechos del Niño.  
4. MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS A MENORES 
INFRACTORES DE LA LEY PENAL 
No podemos seguir permitiendo que un ser humano en desarrollo sea 
minusvalorado. Más aún, ¿Cuál es el objeto de nuestro Código Penal del Perú 
de 1991? El artículo I del Título Preliminar, textualmente indica: “Este Código 
tiene por objeto la Prevención de delitos y faltas como medio protector de la 
persona humana y de la sociedad”, prevención para evitar la comisión del delito 
o falta y prevención posterior para evitar que el sujeto activo vuelva a delinquir; 
asimismo ¿Cuáles son los fines del Código? El artículo IX del acotado prescribe: 
“la pena tiene función preventiva, protectora y resocializadora”. Las medidas de 
seguridad persiguen fines de curación, tutela y rehabilitación. Estos dos 
artículos concuerdan con sendos artículos de la Constitución Política de la 
República Peruana, de la Declaración Universal de los Derechos humanos, 
entre otros. 
Las medidas socioeducativas son aquellas que teniendo en cuenta la 
familia en que vive el adolescente y su entorno social, mediante normas 
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educativas lo resocializa y lo convierte o trata de convertirlo en un sujeto útil a la 
sociedad. Es una simple amonestación y exhortación al adolescente y a los 
padres para el cumplimiento de reglas de conducta, enfatizando el 
reconocimiento de valores, limitación o restricción de su libertad, o en última 
instancia, privándolo de su libertad con fines de tratarlo y rehabilitarlo. El Código 
de los Niños y Adolescentes tienen como finalidad una serie de medidas que 
benefician al menor de edad.  
El Juez puede imponer las medidas socioeducativas siguientes:  
a) Amonestación  
b) Prestación de servicios a la comunidad 
c) Libertad asistida 
d) Libertad restringida 
e) Internamiento en establecimiento para tratamiento.  
Estas medidas tienen por objeto la rehabilitación del adolescente infractor 
y el Juez al señalarla, tendrá en cuanta la capacidad del adolescente para 
cumplirla. En ningún caso, se prestará la aplicación de trabajos forzados.  
4.1. AMONESTACIÓN  
Cuando la infracción penal no reviste mayor gravedad, por ejemplo, un 
delito denominado de Bagatela y adolescente cuenta con padres tutores o 
responsables que le brindan un hogar a una familia bien constituida, el Juez 
puede dictar la amonestación.  
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La amonestación consiste en la recriminación al adolescente y a sus 
padres o responsables (artículo 231º). 
4.2. PRESTACIÓN DE SERVICIOS A LA COMUNIDAD 
El Juez, teniendo en cuenta la aptitud del adolescente sin perjudicial su 
salud, escolaridad y trabajo, impone la medida de servicios a la comunidad que 
consiste en la realización de tareas que pueda realizar el infractor. La prestación 
de servicios es por un periodo máximo de 6 meses; debe ser supervisado por 
personal técnico de la Gerencia de Operaciones de Centros Juveniles del Poder 
Judicial en coordinación con los Gobiernos Locales (artículo 232º).  
4.3. LIBERTAD ASISTIDA 
El servicio de Libertad Asistida designa a un tutor para que oriente, 
supervise y promueva el cambio de conducta del adolescente y su familia. Es en 
buena cuenta el personaje que va a establecer un puente entre la sociedad, la 
familia y adolescente para que mediante medios socioeducativos se convierta 
en una persona útil a la sociedad sin que merezca el reproche de esta.  
El Código del Niño y Adolescente señala que la Libertad Asistida consiste 
en la designación por la Gerencia de Operaciones de Centros Juveniles del 
Poder Judicial de un tutor para la orientación, supervisión y promoción del 
adolescente y su familia, debiendo presentar informes periódicos. Esta medida 
se aplicará por el término máximo de ocho meses (artículo 233º).  
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4.4. LIBERTAD RESTRINGIDA  
La Libertad Restringida consiste en la asistencia y participación diaria y 
obligatoria del adolescente en el Servicio de Orientación al Adolescente a cargo 
de la Gerencia de Operaciones de Centros Juveniles del Poder Judicial, a fin de 
sujetarse al Programa de Libertad Restringida tendente a su orientación, 
educación y reinserción. Se aplica por un término máximo de doce meses 
(artículo 234º).  
4.5. INTERNACIÒN  
La internación es la privación de la libertad del adolescente infractor y, 
por eso, el Código señala que solo podrá aplicarse cuando:  
f) Se trate de un acto infractor doloso, que se encuentren tipificado 
en el Código Penal y cuya pena sea mayor de cuatro años.  
g) Por reiteración en la perpetración en otras infracciones graves. 
h) Por incumplimiento injustificado y reiterado de la medida 
socioeducativa impuesta (artículo 236º) 
Como señalamos anteriormente, la internación es una medida privativa de 
libertad que “no excederá de seis (6) años” (artículo 235º); sin embargo, ha sido 
desvirtuado este numeral por los plazos señalados a la medida socioeducativa 
de internación en los artículos 195 y 196 del mismo cuerpo legal.  
La internación será cumplida en Centros Juveniles exclusivos para 
adolescentes. Estos serán ubicados según su edad, sexo, la gravedad de la 
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infracción y el informe preliminar del Equipo Multidisciplinario del Centro Juvenil 
(artículo 237º). Recordamos que solo existen a nivel nacional 10 Centros 
Juveniles, incluyendo el Centro de Observación y Diagnóstico que funciona en 
Lima. También, que solo existen 2 Salas Especializadas de Familia en Lima y 
86 Juzgados Especializados de Familia y 2 Fiscales Superiores Especializados 
en Familia a nivel nacional, conforme a una estadística elaborada por la 
Subgerencia de Estadísticas del Poder Judicial en diciembre de 2006.  
La Internación se cumple aun cuando el adolescente haya adquirido su 
mayoría de edad. El Juez podrá prolongar cualquier medida hasta el término de 
la misma. Si el Juez Penal hubiera inhibido, por haberse establecido la 
minoridad al momento de los hechos asumirá competencia del Juez de Familia 
aunque el Infractor hubiera alcanzado mayoría de edad. En ambos casos, la 
medida terminará compulsivamente al cumplir los 21 años de edad (artículo 
239º). El adolescente durante su internación, incluso la preventiva, deberá 
obligatoriamente estas sujeto a las actividades pedagógicas y las evaluaciones 
periódicas por el Equipo Multidisciplinario (artículo 238º)   
El beneficio de la semilibertad la puede gozar el adolescente que haya 
cumplido con las dos terceras partes de la Medida de Internación y consiste en 
que se le autoriza para concluir al trabajo o al centro educativo fuera del Centro 
Juvenil, pero tiene la obligación de pernoctar fuera del Centro Juvenil. Esta 
medida se aplicará por un término máximo de 12 meses. 
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De acuerdo a los Tratados Internacionales suscritos y ratificados por el 
Perú, el Código considera los derechos en dichos tratados y la Constitución 
Política del Perú, sin tener el carácter de excluyentes. En el artículo 240º, se 
consideran los siguientes:  
a) Un trato digno 
b) Ocupar establecimientos que satisfagan las exigencias de higiene y 
estén adecuados a sus necesidades.  
c) Recibir educación y formación profesional o técnica.  
d) Realizar actividades recreativas. 
e) Profesar su religión 
f) Recibir atención médica 
g) Realizar un trabajo remunerado que complemente la instrucción 
impartida.  
h) Tener contacto con su familia por medio de visitas, dos veces a la 
semana, o por teléfono. 
i) Comunicarse en forma reservada, con su abogado y a solicitar 
entrevista con el Fiscal y Juez.  
j) Tener acceso a la información de los medios de comunicación 
social. 
k) Recibir; cuando sea externado los documentos personales 
necesarios para su desenvolvimiento en la sociedad.  
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l) A impugnar la medidas disciplinarias adoptadas por la autoridades 
de la institución. 
Estos derechos no excluyen otros que les pudieran favorecer.  
5. LA JUSTICIA PENAL JUVENIL Y SU OPTIMIZACIÓN  
Según el Código Penal, solo son responsables penalmente las personas 
que tengan de 18 años a más. En tal sentido, el artículo 20 inciso 2 del Código 
Penal señala: “Está exento de responsabilidad penal: 2. El menor de 18 años” 
Esto significa que, nuestro sistemas legal vigente, solo pueden ser procesados y 
sancionados penalmente las personas que tengan 18 años al momento de 
cometer un delito, por más grave que este sea.  
A los menores de 18 años que cometen infracciones a la ley penal se les 
aplica el Código de los Niños y Adolescentes, el cual regula un proceso especial 
para menores infractores de la ley penal y donde se prevén no penas, sino 
medidas de protección (a los menores de 14 años) y medidas socioeducativas 
(a los menores de 14 a 17 años de edad). El tope de edad de los 18 años está 
regulado como una presunción sin prueba en contrario: el legislador considera 
que todos los menores de 18 años sin excepción carecen de la facultad de 
conocer el carácter delictuoso de sus actos o de determinarse conforme a esa 
compresión. En ningún delito, por más grave que sea, es posible sancionar 
penalmente a un menor de 18 años de edad.  
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El legislador ha optado por presumir la inimputabilidad de los menores de 
18 años, en vez de determinarla individualmente en el supuesto particular; cada 
vez que cometan un ilícito penal. De este modo, un menor de 18 años puede 
comprender el carácter delictuoso de su acto y comportarse conforme a esa 
comprensión, pero por esa sola condición de minoridad, se le considerará 
inimputable. Ni siquiera una comprobación pericial (psiquiátrica  o psicológica) 
de la imputabilidad del menor o de su alto desarrollo intelectivo y volitivo puede 
revertir esta consideración. 
En los últimos meses, se han presentado al Congreso numerosos 
proyectos de ley relacionados a la edad de la imputabilidad penal y a la 
delincuencia juvenil. La mayoría de ellos proponen modificar el CP y el CNA, a 
fin de habilitar la posibilidad de sancionar como adultos a los menores de 18 
años que hayan cometido delito considerados graves.  
Estas iniciativas no son nuevas. Recordemos que el texto anterior del 
artículo 20.2. del CP (modificado por el Decreto Ley Nº 25564, del 20 de junio 
de 1992) exceptuaba de responsabilidad penal a los menores de 18 años, salvo 
que hayan cometido hechos tipificados como delito de terrorismo, en cuyo caso 
deberán ser menores de 15 años. Esta norma, sin embargo, fue objetada por el 
Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, que señaló que 
infringía la Convención sobre los Derechos del Niño (que considera “niños” a las 
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personas menores de 18 años), por lo que fue finalmente derogada por la Ley 
Nº 26447, del 21 de abril de 1995. 
Según el Código de los Niños y Adolescente (CNA), Ley Nº 27337, del 7 
de agosto de 2000, la medida socioeducativa más grave que puede recibir un 
adolescente es la de internación (en un centro de rehabilitación o “centro de 
observación y diagnóstico del Poder Judicial”) por el máximo de 6 años, lo que 
sucede en casos de infracciones graves, por ejemplo, homicidio, robo, violación 
sexual, etc.  
Si el adolescente durante el cumplimiento de esta medida socioeducativo 
alcanza la mayoría de edad, debe ser trasladado a ambientes especiales de un 
establecimiento penitenciario primario a cargo del INPE. Sin embargo, dado que 
los establecimientos penitenciarios de reos primarios no cuentan con ambientes 
especiales para el cumplimiento de medidas socioeducativas, los infractores, en 
la práctica, permanecen en los centros de rehabilitación incluso más allá de los 
18 años de edad, conviviendo con menores de edad.  
Ahora bien, no siempre la medida de internación se cumple en su 
integridad, pues es posible que el adolescente recupere su libertad 
anticipadamente, a través de un beneficio penitenciario. Así, el artículo 241 del 
CNA regula el beneficio de semilibertad, a través del cual el adolescente 
infractor puede egresar del centro de reclusión cuando haya cumplido con las 
dos terceras partes de la medida de internación.  
 50 
Por si fuera poco, la pretensión de procesar y aplicar medidas 
socioeducativas a los adolescentes infractores, se ve significativamente 
frustrada, en razón a los reducidos plazos de prescripción de la acción que 
establece nuestro CNA. En efecto, según el artículo 222, la acción judicial en 
estos casos prescribe a los dos años de cometido el acto infractor (cualquiera 
sea su gravedad), tiempo sin duda insuficiente para una adecuada actuación de 
los jueces y fiscales de familia.  
El Proyecto Nº 1107/2011-CR propone modificar el artículo 20.2 del CP, 
con el siguiente texto: “Está exento de responsabilidad penal: 2. El menor de 18 
años, salvo que haya incurrido en delito de homicidio calificado, violación de la 
libertad sexual, u otro delito sancionado con pena privativa de la libertad no 
menor de veinticinco años o cadena perpetua, en cuya situación el Juez 
mediante resolución debidamente motivada y revisada por el Superior, 
dispondrá su juzgamiento y/o sanción como mayor”.  
Estas medidas tienen por objeto la rehabilitación del adolescente infractor 
y el Juez al señalarla, tendrá en cuanta la capacidad del adolescente para 
cumplirla. En ningún caso, se prestará la aplicación de trabajos forzados.  
6. TEORÍAS SOBRE LA IMPUTABILIDAD Y CULPABILIDAD 
En el Perú y en los países latinoamericanos, la minoría de edad forma 
parte del Derecho Penal que recoge las causas de inimputabilidad y esto nos 
motiva a señalar que el menor de 18 años siendo imputables es inimputable 
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para los efectos de la imposición de una pena, pero es responsable (culpable) y 
se hace acreedor de una medida. En efecto, si el niño o adolescente cometen 
un acto típico, antijurídico y culpable (delito) se le imputará la figura que 
corresponde al tipo penal respectivo de acuerdo con el Principio de Legalidad. 
Sin embargo, si es culpable no se le aplicará una pena, sino una Medida de 
Protección si es menor de 14 años o Medida Socio-Educativas si es mayor de 
14 años y menor de 18 años. En el caso del primero, no se le someterá a un 
proceso con características penales, sino a una Investigación Tutelar; en el 
segundo caso, sí habrá un proceso penal especial denominado en nuestra 
legislación como “Diligencia de esclarecimiento”. 
Según se señala por razones de conceptualización de términos, el menor 
de edad es imputable de la comisión de delitos y faltas, pero a la vez es 
inimputable teniendo en cuenta que la edad no le permite valorar en forma 
correcta el ilícito penal en su real sentido. En consecuencia, podemos afirmar 
que existe un Derecho Penal Especial de Menores, cuyo fin es de la prevención 
antes y después de la comisión del ilícito; protección que debe el Estado a la 
sociedad y para lograr esto, debe buscar la resocialización, a través de 
tratamientos específicos que enderecen la conducta desviada del menor y 
permitan su desarrollo integral, psicosomático.  
Reflexionemos sobre el particular: el menor de edad no es un incapaz, sino 
es una persona en desarrollo físico e intelectual, sujeto de derechos de acuerdo 
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a la Convención sobre los Derechos del Niño. Si bien es cierto que hasta los 18 
años, no tiene capacidad de ejercicio, salvo las excepciones que señala el 
Código Civil peruano, por ejemplo, el reconocimiento de un hijo, el iniciar un 
proceso de alimentos, el solicitar pago por los gastos de embarazo y parto, a 
partir de los 14 años el formar parte del Consejo de Familia con voz y voto, el 
solicitar la remoción de su tutor a partir de los 12 años; el de contraer 
matrimonio civil a partir de los 16 años y por ficción legal adquirir la capacidad 
de ejercicio plena de haber obtenido una profesión u oficio, entre otros casos 
que señala la legislación. No es entonces, un incapaz absoluto con carácter de 
permanencia, sino que es una persona humana cuyos derechos de acción son 
restringidos en razón de la edad.  
¿Qué es el discernimiento? Si consideramos que el discernimiento es 
poder de diferenciar lo bueno de lo malo, en el mundo globalizado en que 
vivimos el niño adquiere discernimiento a corta edad. Algunos sostienen que 
este desarrollo –para distinguir lo bueno de lo malo está ligado al aspecto 
cultural y educativo, en consecuencia, si bien es cierto que su adquisición no es 
homogénea, ha variado fundamentalmente del que se tenía por ejemplo en los 
siglos XVII y XVIII, y con el advenimiento de nuevas metodologías de la 
enseñanza y apoyo tecnológico increíble. Recordemos que el Código Civil 
peruano señala que el menor con discernimiento es responsable de los actos 
ilícitos que se cometan, se entiende en el campo pecuniario.  
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En cambio, la culpabilidad es, según Cobo del Rosal y Vives Antón “el 
reproche personal que se dirige al autor por la realización de un hecho 
típicamente antijurídico”. El menor para ser declarado culpable y responsable de 
haber realizar el acto con discernimiento, si se quiere podría decirse con 
capacidad suficiente en entender el daño que causa por su acción u omisión.  
En el caso de un niño que comete un hecho reprochable cuando no ha 
alcanzado la madurez que le permita diferenciar lo bueno y lo malo que puede 
declarársele culpable de lo que realiza en perjuicio de otro; pero, cuando un 
adolescente que tiene pleno discernimiento comete el mismo acto es 
responsable de este; y, por tanto, culpable. No se le aplicará la pena que 
corresponde a un adulto que realiza el delito o falta, sino una medida que tienda 
a su rehabilitación.  
Partiendo que la inimputabilidad es una etiqueta de minusvalía al 
imputable, debe rechazarse, ya que en puridad de verdad va en contra de un 
Debido Proceso, derecho fundamental de toda persona humana y principio 
básico de un Estado Social y Democrático de Derecho. Por eso, opina el autor, 
es necesaria la expulsión del menor con pleno discernimiento del ámbito de lo 
inimputable. A pesar de que lo que sostengo contradice una posición diferente 
en el pasado, creo con honestidad que se trata de un tema que debemos 
reconsiderar, ya que esto no aclara sino enturbia, la situación real del menor. 
Creo que la posición que tomo apunta hacia un objetivo: un entendimiento 
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diferente de la inimputabilidad, una concepción respetuosa de la autonomía, 
igualdad y la dignidad del menor inimputable y de todos los derechos que le son 
inherentes de acuerdo a la Constitución del Perú y a la Convención y Tratados 
Internacionales sobre Derechos del Niño.  
No podemos seguir permitiendo que un ser humano en desarrollo sea 
minusvalorado. Más aún, ¿Cuál es el objeto de nuestro Código Penal del Perú 
de 1991? El artículo I del Título Preliminar, textualmente indica: “Este Código 
tiene por objeto la Prevención de delitos y faltas como medio protector de la 
persona humana y de la sociedad”, prevención para evitar la comisión del delito 
o falta y prevención posterior para evitar que el sujeto activo vuelva a delinquir; 
asimismo ¿Cuáles son los fines del Código? El artículo IX del acotado prescribe: 
“la pena tiene función preventiva, protectora y resocializadora”. Las medidas de 
seguridad persiguen fines de curación, tutela y rehabilitación. Estos dos 
artículos concuerdan con sendos artículos de la Constitución Política de la 
República Peruana, de la Declaración Universal de los Derechos humanos, 
entre otros.  
7. MODELO DE JUSTICIA DE MENORES 
Al sostener que el menor es inimputable, a pesar de ser imputable de la 
comisión de una infracción penal. Lo anterior no debe llevarnos a considerar al 
menor exento de toda responsabilidad, ya que esta concepción fue 
precisamente uno de los argumentos más firme que sustentó la doctrina de la 
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“Situación Irregular”. Consideramos que la inimputabilidad penal común. Es 
decir, toda medida que se le aplique debe ser fruto de una decisión de carácter 
voluntario. El problema radica en que sí es responsable del acto infractorio, 
típico, antijurídico y, por ende, culpable ¿Habría que seguírsele un proceso igual 
a que los adultos? De ninguna manera. Ahí encontramos la diferencia:  
La investigación penal debe ser totalmente diferente y se deviene en 
culpable la medida socioeducativa en el caso del adolescentes debe contar con 
los elementos de tratamiento más adecuado que le permitan su real 
resocialización. Hablamos entonces de un Derecho Penal especial, que 
garantice todos sus derechos y libertades, atendiendo a su etapa de evolución 
sicosomática. 
Esbozaremos a continuación los modelos de justicia de menores más 
importantes. La justicia de menores ha estado presidida por tres modelos:  
a. El de protección  
b. El educativo 
c. El de responsabilidad  
7.1. MODELOS DE PROTECCIÓN  DE LOS MENORES 
El modelo de protección estuvo y está inmerso dentro de la doctrina en la 
“Situación Irregular” y se origina como consecuencia del nacimiento de la 
sociedad industrial, las desigualdades sociales que van a originar brechas en la 
sociedad. El Estado, en cierta forma, es indiferente al menor que delinque y son 
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las clases sociales altas que con propósitos filantrópicos luchan por una 
exclusión de los menores del sistema penal, creando un sistema de protección 
que incluye a los mendigos, a los pobres y a los menores. La policía asumida 
tiene rasgos positivistas, ya que los menores eran considerados como 
anormales, enfermos, a los que había que separarlos de su medio para 
reeducarlos. El modelo protector tiene objetivos de caridad, piadosos, cuyo 
objetivo es proteger a los más necesitados y ejercer control sobre ellos 
sustituyéndose al ejercicio de la patria potestad. Las medidas que se le 
aplicaban era, la mayoría de las veces, penas libradas al libre arbitrio del 
juzgador.  
El Perú adoptó la doctrina del “menor irregular” en el Código Penal de 
1924 que indebidamente legisló sobre él, luego, en el Código de Menores de 
1962 en que los califica de “menores peligrosos” dentro de la nomenclatura que 
señaló a los que cometían “actos antisociales”. En 1990, al ratificar la 
Convención sobre los Derechos del Niño y Adolescentes en 1992 (Decreto Ley 
Nº 26102), reemplazado por el actual del año 2000 (Ley Nº 27337), varía su 
política penal referida al niño y adolescente infractor penal, creando para el 
primero, un tratamiento desjudicializado (Investigación Tutelar); y para el 
segundo, una Investigación Penal muy especial. Crea medidas de protección 
para los niños y medidas socioeducativas para el adolescente.  
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7.2. MODELO EDUCATIVO DE LOS MENORES 
El modelo educativo comenzó a finales de la Segunda Guerra Mundial 
(1948 – 1949) y llegó aproximadamente hasta 1975. Su razonamiento se basa 
en considerar al Estado como un guardián de la seguridad y responsable en la 
erradicación de la pobreza, mejorando las condiciones de trabajo, salud, 
educación, etc. Apunta a una política asistencial dirigida a la protección de los 
menores y las mujeres.  
En el campo de la  justicia de menores, este modelo evoluciona en los 
años 60 hacia el educativo. Se fundamenta en la idea de evitar la inclusión de 
los menores en la justicia penal. Para lograr el objetivo anterior; participan 
jueces, policías, educadores y trabajadores sociales, los que buscan soluciones 
extrajudiciales, evitando un gran porcentaje del ingreso del menor al circuito 
penal. Se evitaron los métodos represivos, los que fueron reemplazados por 
acciones educativas. Se evitaba el internamiento en correccionales. En el 
tratamiento en medio abierto se incluía a la familia y a su entorno social, y 
mediante medios educativos se trataba de lograr el cambio de actitud 
conductora. Preconiza la “libertad vigilada, con el clásico puente que colabora: 
juez-menor-familia-comunidad. Rige el Sistema Abierto, el que puede cambiar al 
cerrado.  
Sin embargo, los trabajadores sociales partiendo de un carácter 
estrictamente educativo en cuanto a su intervención se refiere no distinguieron 
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entre menores infractores y necesitados de ayuda. Con este esquema, “la 
justicia es vista como el último eslabón del trabajo social”. El Juez de menores 
es así considerado casi como un súper asistente social, tal como lo afirma 
Jiménez Salinas en su obra “La justicia de menores en el siglo XX. Una gran 
incógnita”. En resumen, el modelo educativo intenta evitar que los casos de los 
menores lleguen al conocimiento judicial, buscando soluciones alternas.  
7.3. MODELO DE RESPONSABILIDAD  
El modelo educativo, debido a la excesiva libertad, cayó en crisis e n razón 
de que la vida de los menores en los años 80 varió y había necesidad de una 
reforma. Un antecedente del modelo de responsabilidad lo tenemos en el 
pronunciamiento del Consejo de Europa en torno a la justicia de menores, en un 
documento sobre reacción social de la delincuencia juvenil, elaborado por el 
Comité Restringido de Expertos en 1987. Entre otras, sus principales 
recomendaciones fueron:  
1. “Adoptar una justicia de menores ágil, que prevea el menor tiempo 
posible entre la comisión del hecho y la imposición y ejecución de 
la medida”.  
2. “No permitir que ningún menor sea juzgado por ninguna 
jurisdicción penal ordinaria.  
3. “Reconocer y reforzar los derechos del menor en el proceso, entre 
ellos: la presunción de inocencia, derecho a la defensa, a la 
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presencia de los padres, derecho a aportar testigos en su defensa, 
derecho a la palabra, derecho de apelación, derecho de revisión de 
medidas”.  
4. “Proporcionar formación especializada a todas las personas que 
intervengan en el proceso de menores” 
5. “No hacer constar los antecedentes penales de los menores. En su 
caso, solo deberían poder comunicarse a la autoridad judicial, sin 
caer en una divulgación de los mismos, ya que se efectuaría la 
reinserción social del menor”.  
6. “Adoptar medidas con características como: que sean aplicables 
en su medio natural y, en lo posible, que no entorpezcan su plena 
integración social. además se recomendó que fueran de duración 
determinada y no superior a dos años, así como la previsión del 
internamiento como último recurso, prefiriendo en su lugar otras 
medidas como reparación, mediación, etc.”. 
El modelo de responsabilidad tiene por finalidad educar en la 
responsabilidad y evitar un discurso de política criminal que bajo la apariencia 
protectora, en realidad, sitúe al menor en posición desventajosa respecto al 
adulto, según Jiménez Salinas.  
Los principios rectores y rasgos características de este sistema, según el 
autor mencionado, son los siguientes:  
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1. El menor es más responsable de sus actos.  
2. Se da un acercamiento entre las garantías y derechos de adultos y 
menores.  
3. La intervención de la justicia se limita a lo indispensable. 
4. En cuanto a las medidas, se amplía su catálogo y se reduce su 
aplicación la que conllevan privación de libertad.  
5. Se introduce la necesidad de establecer límites a la edad penal.  
Los modelos anteriores sobre la justicia de menores adoptados por 
diferentes países motivas que la Liga de las Naciones, primero, y la 
Organización de las Naciones Unidas, después de la Segunda Guerra Mundial, 
se pronunciará haciendo la Declaración de Ginebra en 1924, elaborada por la 
pedagoga Eglantine Jebb, La Declaración de los Derechos del Niño en 1989. 
Surge en esta última la consolidación de la Doctrina de la Protección Integral, 
que está compuesta principalmente por la Convención referida, las Reglas de 
Beijing, las Reglas de las Naciones Unidas para los menores privados de 
libertad y las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la 
delincuencia juvenil. Se considera al menor como sujeto de derecho y no como 
objeto de compasión, diferencia las competencias de la política social y la 
política criminal, desjudicializando cuestiones como la falta de recursos 
materiales; defiende la inimputabilidad de menores, sin que ello conste el 
reconocimiento de las mismas garantías que para los adultos en materia 
 61 
criminal; la amplía el catálogo de medidas aplicables al menor infractor penal, 
establecimiento medidas alternativas al internamiento; y finalmente, determina 
la privación de la libertad a emplear como último recurso.  
8. TRATAMIENTO DE MENORES 
En las áreas de protección, rehabilitación o readaptación que comprende a 
los menores en circunstancias difíciles existen tres tratamientos que se 
dispensan:  
a. En medio abierto 
b. En medio semiabierto 
c.   En medio cerrado  
En el primer caso, se confía a la familia el cuidado del menor que está en 
situación especial o que ha cometido algún hecho disocial que lo ubica dentro 
de los menores que han agredido la norma social, pero sin que esto tenga 
mayor significación. Así tenemos por ejemplo, que se confía a un menor en 
abandono al cuidado de un hogar sustituto, el que debe velar por él como si 
fuese su propio hijo; en el caso de un menor que por ejemplo ha roto la luna de 
un vehículo y tiene su propia familia biológica, se le confiará a los responsables 
en su propio hogar. También puede referirse a la atención médica esporádica.  
En el segundo caso, el sistema funciona cuando se trata de menores que 
han cometido actos considerados como faltas o delitos no graves, a los cuales 
no se les puede devolver a su propio hogar con una simple amonestación tanto 
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a ellos como a sus padres o responsables, sino que es necesario un tratamiento 
que basándose en la libertad que debe tener el menor que permita que su 
trabaje con él, con su familia y con su comunidad. En este caso, se dictarán las 
normas de conducta, a las que debe someterse durante cierto lapso el menor y 
para ello se empleará la medida de Libertad asistida u otras medidas 
socioeducativas de tratamiento externo. Por ejemplo, si un menor ha cometido 
pequeños robos en forma ocasional y cuenta con una familia que lo acepta, es 
recomendable que se le dicten las normas más adecuadas y se le matricule en 
libertad vigilada. Puede ser también el tratamiento médico en forma ambulatoria. 
En el tercer caso, el medio cerrado se empleará dentro de un abanico de 
posibilidades; así, un menor abandonado deberá forzosamente de acuerdo a la 
edad estar en un puericultorio, casa cuna un hogar sustituto; medidas de 
protección dirigidas, a un menor que ha agredido seriamente a la sociedad. Por 
ejemplo, al menor que ha matado a un ser humano. Deberá colocársele en un 
Centro de Readaptación, para los efectos, en este caso de que se le someta a 
un tratamiento que permita su recuperación y su vuelta a la sociedad (medidas 
socioeducativas). Cabe hacer notar que el tratamiento en medio cerrado, solo 
debe aplicarse cuando la conducta del menor revela la necesidad de estudio 
exhaustivo por razón de haber cometido un acto considerado delito y solo como 
último recurso. El internamiento puede ser por enfermedad, abandono o 
infracción penal.  
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9.  EL PROCESO DE DESARROLLO LEGISLATIVO DEL 
DERECHO DE MENORES EN EL PERÚ  
Es muy común en cuanta investigación o informe se realice para dar a 
conocer los avances en la aplicación de políticas públicas, y específicamente al 
hablar de la situación de la niñez en América Latina, que los gobiernos siempre 
lo hagan presentando ostentosos y grandilocuentes informes. Y vemos, 
horrorizados, que aunque las cifras bajen de un período a otro o se maquillen o 
no presenten datos (no porque no existan, sino porque no se quiere que se 
conozcan), las condiciones de nuestra niñez van precedidas de cifras 
dramáticas de pobreza, analfabetismo, deserción escolar, desnutrición, trabajo 
infantil, niños y adolescentes privados de libertad o institucionalizados y 
prostitución infantil.  
Los gobiernos enfilan sus promesas y defienden ardorosamente el derecho 
de niños, niñas y adolescentes. Para muchos candidatos, no hablar de la niñez 
pobre es un suicidio electoral, pero de un gobierno a otro es poco lo que se 
avanza y muchas veces es más lo que se retrocede. Y como ha sostenido el 
propio presidente del BID, en una reunión de gobernadores del Banco llevada a 
cabo en la ciudad de Lima, los niños han sido (y seguirán siendo por mucho 
tiempo más) los más castigados con las políticas públicas autodenominadas de 
desarrollo.  
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Perú tiene cerca de 30 millones de habitantes, de los cuales el 37 por 
ciento está constituido por menores de 15 años de edad, y el 20 por ciento por 
jóvenes de entre 15 y 24 años; los adolescentes y jóvenes nutren las 
estadísticas de desempleo, baja escolaridad y pobreza que, en general, 
muestran cifras alarmantes. Son aún más preocupantes las condiciones de vida 
de los menores de 18 años de edad, ya que el 59 por ciento vive en situación de 
extrema pobreza y las cifras sobre las condiciones de salud, escolaridad y 
desempleo, rural y urbano que afronta la población de niños y adolescentes de 
Perú6 son muy preocupantes.  
Pero los niños y niñas no son los únicos castigados con la indiferencia del 
Estado, pues los adolescentes y jóvenes tampoco han visto concretado su 
derecho a un verdadero desarrollo. Y esta circunstancia hace difícil comentar 
los avances de la legislación nacional para cumplir con los postulados de la 
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 19897. Tras 
casi un decenio e debates8. Antes este panorama9 procuraremos asumir el 
                                                 
6 Un texto sumamente interesante y que nos introduce en este gran marco social de la pobreza es el 
libro: Políticas sociales en el Perú, sobre todo el trabajo de Figueroa, Pobreza extrema y exclusión 
social, Felipe Portocarrero Editor, 2003.  
7 La Convención fue aprobada por la resolución legislativa 25.278 del 4 de agosto de 1990, y rige 
como ley de la República, desde esta fecha. Según lo dispuesto por el art. 55 de la Constitución, su 
vigencia es inmediata y tiene jerarquía por encima de la ley.  
8 La Convención no es el primer instrumento internacional que se ocupa de los derechos de los niños. 
La comunidad internacional siempre ha tenido interés por la situación de la niñez. Podemos citar la 
Declaración de Génova de los Derechos del Niño, adoptada por la liga de Naciones en 1924, primer 
instrumento internacional importante, y en 1959, las Naciones Unidas adoptaron la Declaración de los 
Derechos del Niño.  
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encargo de la mejor forma posible y nos ocuparemos, un poco más en detalle, 
en la situación de la niñez y de la adolescencia frente a la administración de 
justicia en el ámbito penal. Reseñaremos los cambios más importantes 
ocurridos en la legislación peruana a partir de 1992 con la promulgación del 
Código de los Niños y Adolescentes, texto que incorporó en la doctrina de la 
protección integral10. 
Pero una norma no cambia el sistema de injusticias que se dan en la 
realidad, ni logrará que niños, niñas y adolescentes tengan dónde acudir para 
defender sus derechos. Una norma no protege directamente al niño golpeado, el 
adolescente a quien no le quieren pagar su salario, al niño que no es atendido 
en un centro de salud, ni al adolescente torturado en una delegación policial. 
Pero la sociedad civil, todos nosotros, debe estar presente para que los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes sean cautelados en la realidad.  
10.  LA LEGISLACIÓN PERUANA Y EL CÓDIGO DE LOS 
NIÑOS Y ADOLESCENTES 
Perú ratificó la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño 
mediante la resolución legislativa 25.278 del 4 de agosto de 1990. Para 
entonces, ya existía un movimiento de reforma del anterior Código de Menores: 
                                                                                                                                          
9 El Libro de Aldo Panfichi y Marcel Valcárcel, Juventud, sociedad y cultura, busca llenar este vacío 
que existe para poder entender en forma interdisciplinaria los problemas de la juventud. Este trabajo, 
presentado en 1999, marca un inicio importante en el estudio de la sociedad joven” y busca ofrecer 
algunas pistas para incorporar ese gran torbellino de pasiones y esperanzas que es la juventud.  
10 La categorización de la situación irregular y de la protección integral es el producto de procesos 
teóricos latinoamericanos posteriores a la ratificación de la Convención Internacional, que no se han 
presentado en Europa ni en Norteamérica. Para una mejor comprensión, véase Emilio García Méndez, 
derecho a la infancia adolescencia en América Latina: de la sistuación irregular a la protección 
integral, 2ª ed., Ibagué (Tolima), Forum Pacis, 1997.  
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mediante la ley 25.296, del 31 de diciembre de 1990, el Parlamento delegó en el 
poder ejecutivo la facultad de dictar un nuevo Código y el Ministerio de Justicia 
nombró una comisión técnica encargada de la redacción de un proyecto de 
Código de Menores adecuado a la Convención Internacional sobre los derechos 
del Niño11. Dicha comisión fue integrada por funcionarios del Poder Judicial, del 
Ministerio Público, del Colegio de Abogados de Lima y por catedráticos de 
diversas universidades.  
La Comisión elaboró un anteproyecto en el brevísimo plazo de noventa 
días, y el documento fue publicado en el Diario el Oficial El Peruano y sometido 
a consideración de la comunidad jurídica y demás actores del país. En pleno 
proceso de discusión –se realizaban foros de debate y el anteproyecto había 
sufrido modificaciones sugeridas por especialistas y diversos agentes 
involucrados en el tema de la infancia –el gobierno peruano derogó el Código de 
Menores de 1962 y aprobó, mediante decreto ley 26.102-publicado el 28 de 
diciembre de 1992- el Código de Niños y Adolescentes, que entró en vigencia 
en junio de 1993; su texto se aprobó mediante decreto supremo 044-99-JUS, 
publicado el 8 de abril de 1999.  
Este apuro se explica porque desde el inicio del gobierno del ingeniero 
Fujimori asistimos a la aplicación del modelo económico neoliberal en Perú, 
modelo que ha significado enriquecimiento manifiesto de los inversionistas 
                                                 
11 Resolución ministerial 505-92-JUS 
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extranjeros gracias a las privatizaciones, que han venido acompañadas de 
elevados montos en el pago de la deuda externa, altas tasas de pobreza12, 
desempleo, subempleo y, en general, acentuando deterioro de la economía de 
los sectores más empobrecidos de la sociedad peruana, incluida la denominada 
y hoy prácticamente desaparecida clase media. Y, en segundo lugar, porque 
desde los primeros años del gobierno de Fujimori la corrupción de los 
funcionarios públicos llegó a situaciones de enriquecimiento ilícito jamás 
conocidos en nuestro país. Recuérdese el caso del asesor presidencial, 
Vladimiro Montesinos Torres: de acuerdo con los cálculos más conservadores, 
la cifra no bajará de 700 millones de dólares; otros cálculos como el diario El 
País de España sobrepasan los 1.000 millones de dólares. En tercer lugar, 
agreguemos que en abril de 1992. Alberto Fujimori, secundado por su corruptor 
asesor, dio un golpe de Estado, cerró el Congreso de la República e intervino el 
poder judicial del país.  
El dictador emprendió una carrera diplomática cuyo propósito era lograr la 
adhesión internacional a su gobierno y enarbolar la incorporación de normas 
internacionales de derechos humanos. Como parte de su estrategia y cuando 
aún no se agotaba el debate, promulgó el nuevo Código de los Niños y 
Adolescentes, que no tuvo en cuenta las observaciones y sugerencias que se le 
                                                 
12 Héctor Bejar, indica, con mucho rigor, que la pobreza no es un mal incurable. Probablemente 
debemos ver mucho mejor las posibilidades de nuestra sociedad y como bien los sostiene, conocer qué 
herramienta poseemos para luchar contra esta. Justicia social, política social, 2ª ed. CEDEP, 2004.  
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habían hecho. E l autogolpe del 5 de abril de 1992 quebró el sistema 
democrático de derecho, que nuestro país venía construyendo, situación que se 
superó. Como consecuencia de ese hecho el 16 de diciembre de 2001, al entrar 
en vigencia el Código de los Niños y Adolescentes, en Perú todavía nos 
enfrentábamos a un gravísimo clima de violencia política y de crisis económica 
que se había gestados a lo largo de más de un decenio. Como consecuencia 
del conflicto armado se perdieron más de sesenta mil vidas humanas13, hubo no 
menos de ocho mil desaparecidos y se presentó el desplazamiento forzado de 
aproximadamente un millón de personas14. Este proceso evidentemente fue 
más catastrófico en el caso de los niños y adolescentes15 en un contexto de 
violencia cruzada que alcanzó progresivamente a la mayor parte del país.  
El Código de los Niños y Adolescentes sufrió diversas modificaciones 
hasta su derogatoria, mediante la ley 27.337, promulgada el 21 de julio de 2000 
y publicada el 7 de agosto de dicho año. La ley 27.337 constituye un nuevo 
avance en la lucha por superar la doctrina de la “situación irregular”, mas solo 
lograremos adherirnos auténticamente a la doctrina de la protección integral 
cuando se expida una ley que sea fruto del consenso y del diálogo de los 
diversos actores de la sociedad. No podemos afirmar que esta sea una norma 
de avanzada, pues contradice el modelo normativo al mantener la figura del 
                                                 
13 Informe final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, 2003.  
14 Cifras incluidas en los informes de la Defensoría del Pueblo sobre desaparecidos y desplazados en 
Perú.  
15 Ver informe final de la Comisión de la verdad y reconciliación, la violencia contra los niños y niñas.  
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pandillaje pernicioso, figura creada por el decreto legislativo 899, que constituye 
un atropello contra los derechos de niños, niñas y adolescentes.  
Es muy significativo que el día del debate el señor congresista Estrada 
Choque dijera, cuando se debatía este proyecto: “por qué un documento que 
tiene más de 257 artículos, más de 17 títulos, va a tener que ser aprobado en 
una noche. Sin embargo, el Código del Niño y del Adolescente fue aprobado en 
la sesión de la noche del 13 de julio de 2000. No se convocó a debatir 
públicamente la norma definitiva, ni se hizo una prepublicación para recibir 
opiniones, no se recogieron las propuestas de las organizaciones de la sociedad 
civil y de los organismos oficiales especializados en la materia. Por esta razón, 
en la página Web del Congreso16 no existe una exposición de motivos, y no 
existirá, porque este Código del Niño y del Adolescente es una fusión de varios 
proyectos de ley.  
Hoy, este Código del Niño y del adolescente está sometido a la revisión de 
diversas instancias, para que la nueva norma de la sociedad sea producto de un 
consenso de todos los sectores que trabajan por la protección de los derechos 
de la niñez y de la adolescencia. Las modificaciones más recientes están 
orientadas a la situación de los adolescentes infractores y se discute si es 
necesario devolver los centros juveniles al Inabif o mantenerlos en el Poder 
Judicial. Con la promulgación de la ley contra la mendicidad de menores, parece 
                                                 
16 www.congreso.gob.pe  
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que regresaremos a un programa de situación irregular; algunos artículos que 
modifican el Código Penal de adultos buscan proteger la situación de niños, 
niñas y adolescentes.  
11. MODIFICACIONES POSITIVAS AL DERECHO DE MENORES 
11.1. LA CONSOLIDACIÓN DEL DERECHO A LA NO 
DISCRIMINACIÓN  
El principio de la no discriminación está previsto en el artículo III: lograr 
que no se discrimine a niñas, niños y adolescentes por razón de sus 
condiciones de vulnerabilidad es el reto que debemos superar para hacer 
efectivo el ejercicio de los derechos garantizados en la actual norma. La 
igualdad entre el niño y los adultos no debe establecerse en términos de 
equiparar responsabilidades, sino de unificar garantías. Niños, niñas y 
adolescentes son sujetos sociales y, como tales, tiene obligaciones y derechos.  
La capacidad civil de niños, niñas y adolescentes en un derecho que ha 
sido reordenado en el nuevo Código y que tiene dos vertientes:  
1. La garantista, que consiste en escuchar la opinión del niño, la niña y 
del adolescente en todo lo que concierne con su vida y su futuro.  
2. Si el niño, la niña y el adolescente tienen derecho a la opinión, 
entonces también son responsables de sus actos ilícitos ante 
terceros, para estar acorde con lo normado en el Código Civil, 
artículo 458 (modificado el 18 de octubre de 1999, mediante la ley 
27.184: el menor capaz de discernimiento responde por los daños y 
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perjuicios que les cause a terceros, en razón de ser un sujeto de 
derechos y deberes).  
El reconocimiento de niños, niñas y adolescentes como sujetos plenos de 
derechos y libertades es específico. En consecuencia, no deben ser 
considerados sujetos pasivos ni objetos de compasión o de represión 
sociojurídica de la familia, la sociedad y el Estado. Este principio se sustenta en 
la condición de persona que tienen todos los seres humanos desde su 
concepción y, por ende, niños, niñas y adolescentes poseen “derechos iguales e 
inalienables como miembros de la familia humana”.  
Este principio tiene gran importancia cuando se legisla sobre aspectos 
como capacidad civil que se les reconoce a los adolescentes; el derecho de 
constituir y adherirse a asociaciones civiles; el derecho del niño y adolescente a 
que se tome en cuenta su opinión; que solo al adolescente se le considere 
infractor de la ley penal; que el niño que infringe la ley penal solo es pasible de 
medidas de protección, siempre que se establezca judicialmente que ha sido 
responsable de dicho acto.  
Para suplir los efectos o deficiencias que presenten las leyes que se han 
expedido sobre los grupos étnicos, es un acierto señalar que dichas leyes 
podrán ser interpretadas supletoriamente y que serán de observación obligatoria 
dentro de su identidad cultural. Esto nos lleva a respetar sus costumbres e 
idiosincrasia, siempre que no se contrapongan a las normas de orden público, 
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como en los casos de violación sexual de niñas en algunas prácticas pederastas 
y que no tienen nada que ver con su cultura.  
Una novedad que era necesario incorporar, es la referida a la mención que 
se hace de niños, niñas y adolescentes discapacitados. El Estado, por medio 
del Consejo Nacional para la Integración de la Persona con Discapacidad 
(Conadis) y la sociedad, asegurará la igualdad de oportunidades para que los 
discapacitados accedan a condiciones adecuadas a su situación, con material y 
servicios adaptados, como salud, educación, deporte, cultura y capacitación 
laboral.  
El artículo 9º prevé la libertad de opinión y “la objeción de conciencia”, que 
le permite al niño o al adolescente ejercer su derecho a opinar sobre valores y 
cuestiones profundas que le atañen. Este derecho está íntimamente ligado al 
tema del servicio militar. En Perú, la práctica del reclutamiento forzoso ha sido 
un problema gravísimo por las consecuencias del maltrato, tortura y violación 
sexual que se presentaban en los cuarteles. Con la nueva ley de servicio militar, 
se ha eliminado el carácter obligatorio del sistema. Sin embargo, aún se 
presentan casos de adolescentes que por falta de recursos económicos se 
incorporan a las fuerzas armadas, con autorización de sus padres o sin ella.  
11.2. LAS DEFENSORÍAS DEL NIÑO Y EL ADOLESCENTE  
Al redactar el Código se expusieron las diversas experiencias de defensa 
de los derechos del niño y entonces se creyó oportuno fortalecerlas y ampliarlas 
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a los municipios, dependencias públicas y escuelas e incorporar las 
experiencias de entidades privadas y sociales, como parroquias, comedores 
populares, organizaciones comunales y organismos no gubernamentales de 
desarrollo.  
Se propuso la creación del servicio de defensoría del niño y del 
adolescente, para consolidar y garantizar la promoción y defensa de los 
derechos que la Convención y el Código le reconocen a la infancia. Un avance 
en ese sentido lo constituye la Ley Orgánica de Municipalidades, ley 27.972, 
que obliga a todo municipio a promover el modelo de Defensoría Municipal - 
Demuna. El primer reglamento para este servicio data del 5 de diciembre de 
1997 y fue aprobado por resolución ministerial 33-97-Promudeh, modificada por 
resolución viceministerial 005-98-Promudeh, que ha sido derogada. El 
reglamento vigente es el aprobado por resolución ministerial 234-99-Promudeh 
del 24 de julio de 1999.  
11.3. LA INCORPORACIÓN DEL PROBLEMA DE LA INFANCIA A 
LA AGENDA PÚBLICA 
El acuerdo de gobernabilidad ha incorporado a la agenda pública el tema 
de la niñez y de la adolescencia. En la decimocuarta política del Estado se 
concluye la necesidad de fortalecer la familia y de promover y proteger la niñez. 
Constituyen pilares de esta política la promoción de valores éticos y sociales 
que consoliden a la familia como el núcleo fundamental en el desarrollo de las 
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personas y en la formación integral de niñez y la adolescencia promover a 
niños, niñas y adolescentes como personas y sujetos de derechos, que deben 
ser tomados en cuenta en el hogar, la escuela y la comunidad; garantizar el 
cumplimiento de los derechos de niños, niñas y adolescentes para asegurarles 
bienestar, desarrollo integral y una vida digna, en especial a aquellos que se 
encuentran en situación de riesgo, pobreza y exclusión social; y garantizar el 
derecho a una educación de calidad para niños, niñas y adolescentes en un 
ambiente educativo adecuado.  
El Plan Nacional de Acción por la Infancia (PNAI) 2002-2010. Este plan. 
Aprobado por el decreto supremo 3-2002- Promudeh del 7 de junio de 2002, 
consiste en un compromiso renovado por la infancia y resume las acciones, 
programadas y estrategias que deben asumir los diferentes sectores e 
instituciones del Estado y la sociedad civil, para lograr el cumplimiento de los 
derechos humanos de niñas, niños y adolescentes peruanos, como parte de los 
acuerdos por la infancia de las Naciones Unidas (mayo de 2002).  
11.4. EL ADOLESCENTE INFRACTOR DE LA LEY PENAL Y LA 
ADMINSITRACIÓN DE JUSTICIA ESPECIALIZADA EN EL 
NIÑO Y EL ADOLESCENTE  
El Código de los Niños y Adolescentes, en el capítulo IV, que trata sobre el 
“Procesamiento a niños, niñas y adolescentes” en conflicto con la ley penal, ha 
sufrido modificaciones. Estas modificaciones han significado una mejora en la 
mayoría de los casos; sin embargo,  tenemos que de las conocidas críticas que 
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se le hicieron al texto inicial, muy pocas han sido corregidas; pero se han 
agregado, para calificarlas como lo que son, ingeniosos exabruptos jurídicos. El 
más notorio de ellos es haber incorporado como parte del Código la horrorosa 
figura del “pandillaje pernicioso”, creada en 1998, con las normas de seguridad 
nacional, mediante el decreto legislativo 899. Este es considerado por los 
juristas nacionales y extranjeros un tipo penal aberrante, y felizmente muchos 
magistrados de la jurisdicción de familia no emplean esta figura, en aras del 
control difuso de la norma; lamentablemente, sin embargo, el empleo de esta 
herramienta constitucional es una práctica muy extendida en la magistratura 
nacional.  
Acorde con la tendencia proteccional que lo informa, el Código establece 
en forma taxativa los derechos de los adolescentes, en caso de ser privado de 
la libertad: 
- Impugnar la orden que lo haya privado de la libertad y ejercer la 
acción de habeas corpus, de conformidad con el artículo 200, inciso 
1º, de la Constitución de 1993.  
- Comunicar de inmediato al juez, fiscal y a sus padres o 
responsables sobre su detención y el ligar donde se halla detenido, 
en armonía con el artículo 2º, inciso 24 “g”, de la Constitución de 
1993.  
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- Ser informado por escrito de las causas o razones de su detención, 
de los derechos que le asisten y de la identificación de los 
responsables de su detención. Corresponde al juez y al fiscal 
verificar el cumplimiento de este derecho por la policía. Acorde con 
esta regulación, existe en uso por los fiscales de familia un 
protocolo de intervención a adolescentes privados de libertad en las 
delegaciones policiales.  
- Permanecer separados de los adultos detenidos, no solo como 
forma de protección de su integración física, mental, moral o 
espiritual, sino para evitar experiencias traumáticas y que su 
detención se convierta en una medida perjudicial.  
11.5. SOBRE LAS MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS  
El artículo 217 del Código del Niño y del Adolescente establece las 
siguientes medidas educativas: amonestación, prestación de servicios a la 
comunidad, libertad asistida, libertad restringida e internación en 
establecimiento para tratamiento. De esta manera introduce algunas 
modificaciones al Código de 1993. En primer lugar, excluye como medida 
socioeducativa las medidas de protección, que se reserva únicamente para el 
caso de los niños menores de 12 años (art. 242), como son: cuidado en el 
propio hogar, orientación a los padres o responsables para el cumplimiento de 
sus obligaciones con el apoyo y seguimiento temporal de instituciones de 
 77 
defensa; participación en un programa oficial o comunitario de defensa con 
atención educativa, de salud y social; incorporación a una familia sustituta o 
colocación familiar; atención integral en el establecimiento de protección 
especial.  
En segundo lugar, el artículo 241 establece la semilibertad como beneficio 
del que puede gozar el adolescente tras haber cumplido las dos terceras partes 
de la medida de internamiento; ella le permite concurrir al trabajo o al centro 
educativo fuera del centro juvenil, como forma previa de su libertad.  
En cuanto al resarcimiento, que era considerado medida socioeducativa, el 
nuevo Código del Niño y del Adolescente indica acertadamente que es un 
componente de la sentencia condenatoria (art. 216, inc. d), pues se deberá 
establecer la reparación civil correspondiente; son los padres, tutores, 
apoderados o quienes ejerzan la custodia del adolescente, responsables 
solidarios por los daños y perjuicios ocasionados a terceros. La libertad 
restringida consiste en la asistencia y participación diaria y obligatoria del 
adolescente al Servicio de Orientación Adolescente (SOA) a cargo de la 
gerencia de operación de centros juveniles, por un plazo de 12 meses.  
El principio de confidencialidad en el registro y reserva del proceso está 
previsto en los artículos 159 y 190 del Código del Niño y del Adolescente, en el 
sentido de que los datos sobre los hechos cometidos por los adolescentes son 
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confidenciales, deben respetarse, pues, su derecho a la imagen e identidad. La 
información estadística no debe vulnerar este principio.  
El artículo 222 ha determinado que la acción penal prescribe a los dos 
años de cometida la infracción. Si es una falta a los seis meses, la medida 
socioeducativa prescribe a los dos años desde el día de la sentencia; y la 
contumacia y la ausencia se rigen por las normas procesales y son criterios ya 
superados en el derecho penal de adultos.  
11.6. LA DETENCIÓN PREVENTIVA DEL MENOR 
En el caso de los adolescentes infractores, la detención preventiva 
constituía un aspecto problemático en el Código del Niño y del Adolescente de 
1993, al no determinar los supuestos en que se podía aplicar dicha medida. Así, 
en la práctica, los jueces de familia fundaban la detención preventiva en los 
mismos criterios utilizados para la sentencia de internamiento, lo cual era 
evidentemente incoherente.  
Afortunadamente el artículo 209 establece que el internamiento preventivo 
debe ser debidamente motivado: solo puede decretarse cuando exista prueba 
suficiente (elementos probatorios que vinculen al adolescente como autor o 
partícipe de la comisión de la infracción), peligro procesal (riesgo razonable de 
que el adolescente eluda el proceso que se le sigue o el temor fundado de 
destrucción u obstaculización de las pruebas).  
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Esta innovación en la legislación constituye un hecho positivo. No 
obstante, hubiera sido adecuado lograr que se extendiera la aplicación del 
artículo 135 del Código Procesal Penal de la justicia penal de adultos a la 
justicia penal juvenil, para equilibrar la balanza con todo aquello que es 
favorable al interés superior del adolescente, y así concordaríamos con la 
doctrina de los derechos humanos, que dispone evitar las detenciones 
arbitrarias, y limita la detención preventiva únicamente a los casos en que los 
que la comisión de infracciones haya sido dolosa. Se evita así el internamiento 
en los supuestos en que la infracción se hubiera realizado culposamente, y así 
se lograría que se respetara el estado jurídico de inocencia del adolescente y se 
cumpliera el principio de juicio previo, de cuyo desarrollo resultaría la aplicación 
de la medida socioeducativa que procede imponer, tras haberse demostrado 
que la conducta sea típica, antijurídica y culpable.  
Además, el nuevo Código trae como saludable novedad del derecho del 
adolescente de poder apelar también contra el internamiento preventivo (art. 
210), al establecer un plazo máximo de 48 horas para que la sala resuelva la 
impugnación. Finalmente, el artículo 219 del Código del Niño y del Adolescente 
dispone que el adolescente, sus padres o responsables, el abogado defensor, la 
parte agraviada y el fiscal, puedan apelar de la sentencia.  
En este marco se hace necesario establecer principios que fortalezcan los 
mecanismos para reducir los factores de vulnerabilidad que afectan a esta 
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población. En primer lugar consideramos que se debe propugnar un real cambio 
en la concepción del tratamiento que se le da al adolescente infractor ante el 
“delincuente”. No resulta suficiente el cambio de concepción establecido en 
nuestra legislación, pues se debe interiorizar dicho cambio en el tratamiento 
directo que les dan a los adolescentes los agentes que participan en el proceso 
de judicialización de aquellos. La no estigmatización del adolescente infractor 
debe ser nuestro punto de partida.  
Antes de la entrada en vigor del Código del Niño y del Adolescente, no se 
acudía a la teoría del delito como herramienta para verificar si las conductas que 
se les imputaban a los adolescentes eran ciertamente reprimibles o no. 
Lamentablemente, a pesar de que el Código del Niño y del Adolescente 
reconoce las garantías procesales en el ámbito penal, hoy son escasos los 
dictámenes y sentencias que emplean las herramientas de la teoría del delito 
para sustentar un fallo condenatorio. Esta es la conclusión de la investigación 
realizada en 2002 y 2003 por un equipo de trabajo del Instituto Sociedad y 
Derechos Humanos sobre 450 expedientes de los distritos judiciales de Lima, 
Cono Norte, El Callao, Ayacucho, Huancayo, Cusco y Chiclayo, investigación 
sobre las diversas partes del procedimiento seguido a los adolescentes 
imputados de una infracción penal y que pasaban a formar parte del sistema 
judicial. Sin duda causa desilusión conocer que las calificaciones sobre los tipos 
penales con los que se procesaba a estos adolescentes estaban equivocadas 
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en el 85 por ciento de los casos. Esta investigación ratifica lo que nos mostró la 
investigación que realizó entre 1997 y 1999 el Centro de Estudios y Acciones 
para la Paz -Ceapaz17. 
12. MODIFICACIONES EN LA LEGISLACIÓN DEL 
ADOLESCENTE INFRACTOR  
12.1. LA FIGURA DE PANDILLAJE PERNICIOSO 
Esta figura debe ser derogada por afectar principios y normas de la 
protección integral de la infancia consagradas en la Convención Internacional 
sobre los Derechos del Niño y para hacerse eco de las observaciones y 
recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño de la ONU sobre la 
situación de la niñez en Perú del 22 de febrero de 2000 (CRC/C/15/Add.120). El 
Comité recomienda al Estado parte que examine la posibilidad de establecer 
medidas y programas sustitutivos para hacer frente a los problemas que tratan 
los decretos 895 y 899, para que correspondan a la Convención y al Código del 
Niño y del Adolescente, que no cumple el Estado peruano, porque para el 
pandillaje pernicioso se prevén hasta seis años como medida de internamiento, 
y se viola el principio de la imputabilidad penal y el derecho del adolescente a 
una rehabilitación efectiva y su posterior reinserción social.  
Es necesario sensibilizarse sobre le problema de los adolescentes en las 
pandillas, porque si la comunidad quiere erradicarlas debe saber con qué 
                                                 
17 En Ceapaz. Investigación: los adolescentes y la justicia: los derechos de los adolescentes infractores 
y el sistema de justicia penal juvenil en el Perú. Lima, Comisión Europea, 2000.  
 82 
recursos contamos para poder rescatar a estos adolescentes, que muchas 
veces actúan así por la desintegración familiar en la que viven, la deserción 
escolar y la falta de oportunidades de capacitación.  
Existen experiencias muy loables en algunas comunas que han implantado 
un programa de atención para los adolescentes infractores de su jurisdicción, 
que en coordinación con los recursos de la comunidad (fábricas, hospitales, 
municipios, centros ocupacionales, universidades, etc.), tratan de brindarles 
tratamiento a estos adolescentes. Para hacerlo viable se requiere un 
compromiso de las instituciones del Estado, del poder judicial y demás sectores 
que tienen que ver con la atención al adolescente infractor.  
12.2. LOS CENTROS DE INTERNAMIENTO PARA 
ADOLESCENTES INFRACTORES 
A partir de la expedición del decreto legislativo 866 (Ley de Organización y 
Funciones del Ministerio de Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano), se 
produjo un cambio en la administración y dirección de los centros de 
internamiento para adolescentes infractores de la ley penal, pues se dispuso la 
transferencia de las funciones del Instituto Nacional de Bienestar Familiar 
(Inabif), relacionadas con la rehabilitación de los adolescentes infractores, a la 
Secretaría Ejecutiva de la Comisión Ejecutiva del poder judicial.  
La reorganización de los centros de internamiento para adolescentes 
infractores de la ley penal era una realidad que urgía atender. No obstante el 
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cambio y la voluntad manifiesta de generar una nueva política de tratamiento, se 
perciben en los centros de internamiento para adolescentes privados de libertad 
ciertos problemas y deficiencias que son necesarios definir para coadyuvar en la 
búsqueda de soluciones integrales.  
Ahora bien, la ausencia de una política de ejecución de la medida 
socioeducativa –específicamente la de internamiento –no puede ser subsanada 
con las disposiciones del Código de Ejecución Penal, porque además de no 
existir norma que así lo disponga, en tal cuerpo normativo se parte de una 
concepción totalmente distinta de al que debe estar presente en el tratamiento 
del adolescente infractor: rehabilitación mediante educación integral. 
Paralelamente a la regulación de normas que plasmen una política de 
tratamiento, se requiere la expedición de un reglamento que disponga reglas de 
vida diaria comunes a todos los centros.  
En la práctica, la ausencia de disposiciones generales ha hecho que 
algunos centros hayan formulado de manera independiente su propio 
reglamento interno que establece los deberes y obligaciones de tutores y 
tutelados y las actividades que deben darse en aquel. El riesgo latente de esta 
situación es la ausencia de una política de tratamiento eficaz que sustente las 
disposiciones del reglamento y la posibilidad de ser cambiado con la misma 
frecuencia con que se producen cambios en la dirección.  
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En la actualidad, la instancia encargada de la atención al adolescente 
infractor está a cargo de la gerencia de operaciones de centros juveniles del 
Poder Judicial, que emitió la resolución administrativa 539-CME-PJ, que 
aprueba el sistema de reinsertación social del adolescente infractor. Aunque 
esta norma fue derogada, en lo sustancial se mantiene este sistema que orienta 
el tratamiento de los adolescentes privados de la libertad hacia un cambio 
estructural mediante el empleo de una metodología pedagógica preventiva, que 
se desarrolla por medio de programas que actúan sobre el adolescente.  
Estos programas en la actualidad son:  
Programas de atención a adolescentes en medio cerrado 
1. (PB) Programa de bienvenida 
2. (PI) Programa de acercamiento y persuasión  
3. (PII) Programa de formación personal 
4. (PIII) Programa de formación laboral  
5. (PAI) Programa de atención intensiva 
6. (PMM) Programa Madre María. 
Programas de atención en medio abierto: 
1. (PIV) Programa residentazo juvenil 
2. (PV) Programa de orientación al adolescente cuando son sometidos a 
los siguientes modos de sanción: 
1. Libertad asistida 
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2. Libertad restringida 
3. Presentación semilibertad 
4. Servicios a la comunidad 
5. Remisión  
La gerencia de los centros juveniles del Poder Judicial cuenta con nueve 
centros de régimen cerrado, uno de los cuales está destinado exclusivamente 
para adolescentes infractoras y un centro de régimen abierto denominado 
Servicio de Orientación Adolescente (SOA), destinado al cumplimiento de la 
medida de libertad asistida, que solamente funciona en Lima.  
El argumento siempre ha sido que no existe forma de tener a un 
adolescente durante todo el proceso de investigación; y por ello resulta 
adecuada una medida de intención para realizar los informes del equipo 
multidisciplinario, las entrevistas con los padres, recabar sus antecedentes, etc. 
Pero como ya afirmamos, la sustentación de la internación siempre recaerá en 
el mal uso del principio del interés superior. Como si con ello nos olvidáramos 
de que muchos magistrados de familia reclamaban por la falta de centros 
juveniles en algunas zonas del país, pues ello le ocasionaba dificultades a la 
administración de justicia.  
En realidad, en estos casos, los adolescentes son trasladados a centros 
alejados de su lugar de origen, situación que se agrava en el caso de los 
adolescentes infractores, que solo pueden ser trasladados a Lima porque se 
carece de un centro de internamiento en otro lugar. En general, podemos 
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señalar que es necesaria una política de tratamiento para los adolescentes 
infractores, que garantice medidas socioeducativas conducentes a la integración 
social del adolescente infractor, la implantación de otras medidas 
socioeducativas alternativas a la medida de internamiento, equipamiento e 
infraestructura y la formación y especialización de profesionales para la atención 
de este problema.  
Nos parece loable que la Comisión Ejecutiva del Poder Judicial pretenda, 
con estos programas, definir ciertas líneas generales en el cumplimiento de 
algunas medidas socioeducativas contempladas en el Código del Niño y del 
Adolescente. Sin embargo, consideramos que aún está presente una carencia 
de lineamientos en lo que debe ser el pilar del tratamiento de los adolescentes 
infractores. La definición de lo que constituye cada programa y el objetivo que 
tiene cada uno no nos da un marco de referencia de los principios que deben 
sustentar una política tendente a reducir los altos índices de reincidencia. En 
este marco es necesario establecer principios que fortalezcan los mecanismos 
de reducción de los factores de vulnerabilidad que afectan a esta población.  
13. LA MINORÍA DE EDAD PENAL COMO CAUSA DE 
EXCLUSIÓN DE IMPUTABILIDAD O DE 
RESPONSABILIDAD PENAL  
Analizada la imputabilidad en sus conceptos formal y material, examinados 
los enfoques biológicos, psicológicos y mixto, se concluye que los menores de 
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edad, en principio genera, no son iguales a los adultos, por cuanto no ha 
concluido en ellos, el desarrollo psicobiológico, ni ha culminado el proceso de 
integración social, consecuentemente, al no actuar con la plena capacidad y 
madurez mental –suficiente –que les permita comprender, en toda su magnitud, 
la connotación de la antijuricidad, no son sujetos de imputabilidad o 
responsabilidad penal. De acuerdo a ello, no puede exigírseles, sin la asistencia 
de personas adultas, una respuesta satisfactoria a las normas jurídicas 
establecidas, como lo sería, si tuvieran la motivación coactiva positiva que 
representa la amenaza de la pena.  
La ley reconoce a los adolescentes mayores de catorce años, capacidad 
civil especial y capacidad penal conforme a lo normado en el artículo IV del 
Título Preliminar, en consonancia con la parte in fine del artículo 46 del Código 
Civil, capacidad que les permite ejercer de manera directa y personal 
determinados derechos, de la misma forma, que les permite asumir 
determinadas responsabilidades. 
La responsabilidad penal que asumen los adolescentes mayores de 
catorce años por infringir la ley penal es determinada en los procesos penales, 
con las garantías y derechos inherentes al debido proceso y a la tutela 
jurisdiccional efectiva, de acuerdo a la legislación pertinente18 y sometidos a la 
                                                 
18 Convención sobre los Derechos del Niño, Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la 
Administración de la Justicia de Menores “Reglas de Beijing” y los Acuerdos Plenarios en materia de 
Justicia Penal de menores, entre otros instrumentos y normas jurídicas que resulten aplicables 
mediante la interpretación sistemática.  
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competencia de los órganos que conforman el sistema de administración de 
justicia especializada en niños y adolescentes.  
Debido a que los adolescentes mayores de catorce años, no han 
completado el proceso de madurez mental, ni de asimilación de las normas de 
convivencia social, no podría establecerse respecto a ellos, el juicio de reproche 
penal de la misma forma que a los adultos, lo cual no significa que no pueden 
ser pasibles de sanciones acordes a su minoría de edad y a las normas y 
procedimientos propios de la legislación de menores. Sanciones que difieren 
totalmente de las penas impuestas a los adultos, pues el Juez de Familia 
aplicará –de acuerdo a cada menor, a su entorno social y a las particularidades 
de cada caso –la medida socioeducativa más adecuada y eficaz a la finalidad 
rehabilitadota y resocializadora que se pretende alcanzar a través de las 
mismas.  
Establecida en la edad de catorce años la minoría de edad penal, los 
menores de catorce años que infringen la ley son inimputables, lo que significa 
que no pueden asumir responsabilidad penal por los actos que realizan, 
consecuentemente, no corresponde procesarlos penalmente.  












ANALISIS DEL PROBLEMA Y PRESENTACIÓN DE LOS 
RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
1. POSICIÓN DE LOS OPERADORES DEL DERECHO EN 
PUNO  FRENTE A LOS MENORES INFRACTORES 
Con la finalidad de obtener una prueba empírica válida para contrastar 
nuestra posición, hemos procedido a implementar un cuestionario de preguntas 
cerradas entre los profesionales del Colegio de Abogados de Puno que nos 
expresen su posición sobre la problemática materia de análisis. Las preguntas 
fueron aplicadas a una muestra de 40 abogados del universo total de asociados 








                                  Primera pregunta: 
¿Considera usted que en los últimos años se ha incrementado las 
infracciones a la ley penal de parte de menores de edad en la Región 
Puno? 
Cuadro Nº 1 










Total  40 100 
              Fuente: elaborado por la investigador 
















Fuente: elaborado por la investigador 
INTERPRETACIÓN:  
De esta primera pregunta y respuesta podemos afirmar que los abogados 
opinan que las infracciones a la ley penal se han incrementado, en ese sentido 
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se pronunció un 87 %, mientras que un 05 % opina que en sentido negativo, y 
un 8 % considera que este incremento es relativo. En todos los casos se percibe 
que esta opinión es coincidente con las fuentes oficiales y otros organismos que 
consideran que las infracciones a la ley penal se vienen incrementando en los 
últimos años. Para el incremento a la infracción penal inciden factores de 
carácter social y cultural principalmente cuya responsabilidad es tanto del 
entorno familiar, de la sociedad y del Estado.  
                           Segunda pregunta: 
¿Considera usted que es la más acertada el tratamiento jurisdiccional 
a los menores infractores a la ley penal en el órgano jurisdiccional de 
Juliaca?   
Cuadro Nº 2 










Total  40 100 





















Fuente: elaborado por la investigador 
INTERPRETACIÓN:  
Respecto a la pregunta y respuesta de los abogados, relacionados más 
directamente a la administración de justicia, consideran mayoritariamente, esto 
es un 25 % que el tratamiento jurisdiccional a los infractores a la ley penal es la 
más correcta. Sin embargo, un 40 % considera que dicho tratamiento no es la 
más correcta, mientras un 35 % se pronuncia en que es relativo. Respecto a 






                            Tercera pregunta: 
¿Considera usted que el Código del Niño y Adolescente debe 
adecuarse vía modificación respecto al tratamiento a los menores 
infractores a la ley penal? 
Cuadro Nº 3 










Total  40 100 
              Fuente: elaborado por la investigador 








Fuente: elaborado por la investigadora 
INTERPRETACIÓN:  
Respecto a esta tercera pregunta, los abogados encuestados de Juliaca, 
perciben en un 67 % que el Código del Niños y Adolescentes sí requiere ser 
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modificado y actualizada de acuerdo a las nuevas circunstancias y situación en 
que se vive respecto al incremento de la infracción penal y su tratamiento 
jurisdiccional. En cambio un 13 % afirma lo contrario, es decir, que no es 
necesario su modificatoria. Un 20% afirma que dicha modificatoria es relativa. 
                              Cuarta pregunta: 
¿Desde su punto de vista, considera usted que las instituciones 
jurídicas penales de prisión preventiva e internamiento preventivo  para 
menores infractores de la ley penal tienen la misma significación jurídica? 
Cuadro Nº 4 
Respuesta Total % 
1.- SI 
2.- NO 







Total  40 100 
























SI NO NO OPINA
 
Fuente: elaborado por la investigador 
INTERPRETACIÓN:  
Con respecto a esta pregunta relativamente compleja y propio de 
especialista en el tratamiento a menores infractores, un 50 % de abogados son 
de la opinión que tanto la prisión preventiva y el internamiento preventivo tiene 
la misma significación. En cambio, un 20 % sostiene que no tienen la misma 
significación jurídica. De otro lado, otro 30 % de encuestados prefirió guardar 






                                Quinta pregunta: 
¿Considera usted que es conveniente a mediano plazo modificar el 
Código del Niño y Adolescente para mejorar el procedimiento de 
internamiento preventivo de los menores infractores de la ley penal? 
Cuadro Nº 5 










Total  40 100 
              Fuente: elaborado por la investigador 









Fuente: elaborado por la investigador 
INTERPRETACIÓN:  
Respecto a esta quinta pregunta los hombres del derecho opinan en un 62 
% que sí se debe modificar el Código del Niño y Adolescente para definir el 
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procedimiento para el internamiento preventivo de los menores infractores a la 
ley penal. En cambio un 05 % afirma lo contrario y, un 33% se pronuncia en que 
es relativo. 
2.  ANÁLISIS DE SENTENCIAS SOBRE TRATAMIENTO A 
MENORES INFRACTORES 
Como corolario de esta investigación, a partir del análisis de sentencias 
expedidas por el órgano jurisdiccional de Juliaca, provincia de San Román, 
Puno, procedemos a exponer el resultado de una muestra de 15 sentencias 
seleccionadas a al azar en calidad de probalística. En los resultados se clasifica 
la naturaleza jurídica del tipo de infracción, la situación jurídica del infractor y el 
tipo de sanción.  
Cuadro Nº 1 
Expediente Menor Infracción Situación Jurídica 
965 – 2012 
 Juliaca  
X Contra el patrimonio       Absuelto  
1954 – 2012  
Juliaca  
X Contra el patrimonio 
modalidad robo 




libertad asistida  
954 – 2012 
Juliaca 
X Salud pública, forma 
de promoción del TID 
    Absuelto  
166 – 2012  
Juliaca 
X Contra la vida el 




libertad asistida  
1954 – 2012 
Juliaca 
X X Contra el patrimonio, 
modalidad robo 
agravado, grado de 
tentativa 
Libertad asistida  
244 – 2013 
Juliaca  






898 – 2012  
Juliaca  
X X Contra el patrimonio, 
modalidad robo 
agravado  
     Absueltos  
2569 – 2011 
Juliaca  
X Contra la vida, el 
cuerpo y la salud, 
lesiones leves 
Libertad asistida  
1264 – 2012 
Juliaca   
X Contra la salud 
pública, modalidad 
promoción del TID 
Libertad asistida  
1293 – 2013 
Juliaca 
X X Contra el patrimonio, 
robo agravado 
Libertad asistida  
920 – 2012  
Juliaca  
X X Contra el patrimonio, 
robo agravado  
Libertad asistida  
891 – 2011 
Juliaca  
X X  Contra el patrimonio, 
hurto agravado  
    Absueltos  
1665 – 2010  
Juliaca  
X  Contra la vida, el 
cuerpo y la salud, 
homicidio culposo  
Libertad asistida  
2168 – 2010  
Juliaca  
X Contra el patrimonio, 
hurto agravado  
Libertad restringida  
266 – 2011  
Juliaca  
X Contra la salud 
pública, promoción del 
TID 
Internamiento de 2 
años  
Fuente: preparado por la investigadora 
 
Cuadro Nº 2 
SITUACIÓN JURÍDICA 
DE INFRACTORES  
TOTAL  % 
1. Absueltos  





Total  15 100 













Fuente: preparado por la investigador 
 
INTERPRETACIÓN:  
De acuerdo al primer cuadro y gráfico se tiene que de los 15 casos 
analizados 27 % fueron absueltos de la imputación de la infracción cometida, 
mientras el 73 % fueron sancionados con diversas formas que permite la 
norma pertinente. Esto quiere decir que en los menores infractores se 





Cuadro Nº 3 
MODALIDAD DE 
SANCIONES   
TOTAL  % 
1. Libertad asistida   
2. Internamiento  







Total  15 100 
Fuente: preparado por la investigador. 
 
Gráfico Nº 2 
 
Fuente: preparado por la investigadora 
 
INTERPRETACIÓN: 
Respecto a esta parte materia de análisis, se tiene que la mayor parte de 
infractores a la ley penal, fueron sancionados con medida socioeducativa de  
libertad asistida, esto es el 53 %. En cambio, el 27 % de los investigados por 
infracción a la ley penal fueron absueltos. Sin embarbo, un 20 % fueron 
sancionados con internamiento al haberse comprobado como autores de la 
















El artículo 209 del CNA establece que el internamiento preventivo debe ser 
debidamente motivado: solo puede decretarse cuando exista prueba suficiente 
(elementos probatorios que vinculen al adolescente como autor o partícipe de la 
comisión de la infracción), peligro procesal (riesgo razonable de que el 
adolescente eluda el proceso que se le sigue o el temor fundado de destrucción 
u obstaculización de las pruebas).  
Segunda: 
A partir de la expedición del decreto legislativo 866 (Ley de Organización y 
Funciones del Ministerio de Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano), se 
produjo un cambio en la administración y dirección de los centros de 
internamiento para adolescentes infractores de la ley penal, pues se dispuso la 
transferencia de las funciones del Instituto Nacional de Bienestar Familiar 
(Inabif), relacionadas con la rehabilitación de los adolescentes infractores, a la 
Secretaría Ejecutiva de la Comisión Ejecutiva del poder judicial.  
Tercera: 
En la actualidad, la instancia encargada de la atención al adolescente 
infractor está a cargo de la gerencia de operaciones de centros juveniles del 
Poder Judicial, que emitió la resolución administrativa 539-CME-PJ, que 
aprueba el sistema de reinsertación social del adolescente infractor. Aunque 
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esta norma fue derogada, en lo sustancial se mantiene este sistema que orienta 
el tratamiento de los adolescentes privados de la libertad hacia un cambio 
estructural mediante el empleo de una metodología pedagógica preventiva, que 
se desarrolla por medio de programas que actúan sobre el adolescente.  
Cuarta: 
Analizada la imputabilidad en sus conceptos formal y material, examinados 
los enfoques biológicos, psicológicos y mixto, se concluye que los menores de 
edad, en principio general, no son iguales a los adultos, por cuanto no ha 
concluido en ellos, el desarrollo psicobiológico, ni ha culminado el proceso de 
integración social, consecuentemente, al no actuar con la plena capacidad y 
madurez mental suficiente que les permita discernir y comprender, en toda su 
magnitud, la connotación de la antijuricidad, no son sujetos de imputabilidad o 
responsabilidad penal. De acuerdo a ello, no puede exigírseles, sin la asistencia 
de personas adultas, una respuesta satisfactoria a las normas jurídicas 
establecidas, como lo sería, si tuvieran la motivación coactiva positiva que 
representa la amenaza de la pena.  
Quinta: 
La ley reconoce a los adolescentes mayores de catorce años, capacidad 
civil especial y capacidad penal conforme a lo normado en el artículo IV del 
Título Preliminar, en consonancia con la parte in fine del artículo 46 del Código 
Civil, capacidad que les permite ejercer de manera directa y personal 
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determinados derechos, de la misma forma, que les permite asumir 
determinadas responsabilidades. 
Sexta: 
La responsabilidad penal que asumen los adolescentes mayores de 
catorce años por infringir la ley penal es determinada en los procesos penales, 
con las garantías y derechos inherentes al debido proceso y a la tutela 
jurisdiccional efectiva, de acuerdo a la legislación pertinente y sometidos a la 
competencia de los órganos que conforman el sistema de administración de 
justicia especializada en niños y adolescentes.  
Sétima: 
Debido a que los adolescentes mayores de catorce años, no han 
completado el proceso de madurez mental, ni de asimilación de las normas de 
convivencia social, no podría establecerse respecto a ellos, el juicio de reproche 
penal de la misma forma que a los adultos, lo cual no significa que no pueden 
ser pasibles de sanciones acordes a su minoría de edad y a las normas y 
procedimientos propios de la legislación de menores. Sanciones que difieren 
totalmente de las penas impuestas a los adultos, pues el Juez de Familia 
aplicará –de acuerdo a cada menor, a su entorno social y a las particularidades 
de cada caso –la medida socioeducativa más adecuada y eficaz a la finalidad 






En el tratamiento de menores infractores, el internamiento preventivo debe 
ser debidamente motivado, es decir, solo puede decretarse cuando exista 
prueba suficiente (elementos probatorios que vinculen al adolescente como 
autor o partícipe de la comisión de la infracción), peligro procesal (riesgo 
razonable de que el adolescente eluda el proceso que se le sigue o el temor 
fundado de destrucción u obstaculización de las pruebas).  
Segunda: 
Se debe considerar que en la imputabilidad, según los enfoques 
biológicos, psicológicos y mixto, los menores de edad no son iguales a los 
adultos, por cuanto no ha concluido en ellos, el desarrollo psicobiológico, ni ha 
culminado el proceso de integración social, consecuentemente, al no actuar con 
la plena capacidad y madurez mental suficiente que les permita discernir y 
comprender, en toda su magnitud, la connotación de la antijuricidad, no deben 
ser sujetos de imputabilidad o responsabilidad penal.  
Tercera: 
Se debe reconocer a los adolescentes mayores de catorce años, 
capacidad civil especial y capacidad penal conforme a lo normado en el artículo 
IV del Título Preliminar, en consonancia con la parte in fine del artículo 46 del 
Código Civil, capacidad que les permite ejercer de manera directa y personal 
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determinados derechos, de la misma forma, que les permite asumir 
determinadas responsabilidades. 
Cuarta: 
Se hace necesario establecer principios que fortalezcan los mecanismos 
para reducir los factores de vulnerabilidad que afectan a esta población. En 
primer lugar consideramos que se debe propugnar un real cambio en la 
concepción del tratamiento que se le da al adolescente infractor ante el 
“delincuente”. No resulta suficiente el cambio de concepción establecido en 
nuestra legislación, pues se debe interiorizar dicho cambio en el tratamiento 
directo que les dan a los adolescentes los agentes que participan en el proceso 
de judicialización de aquellos. La no estigmatización del adolescente infractor 
debe ser nuestro punto de partida. 
Quinta: 
Sería adecuado lograr que se extendiera la aplicación del artículo 135 del 
Código Procesal Penal de la justicia penal de adultos a la justicia penal juvenil, 
para equilibrar la balanza con todo aquello que es favorable al interés superior 
del adolescente, y así concordaríamos con la doctrina de los derechos 
humanos, que dispone evitar las detenciones arbitrarias, y limita la detención 
preventiva únicamente a los casos en que los que la comisión de infracciones 
haya sido dolosa. Se evitaría así el internamiento en los supuestos en que la 
infracción se hubiera realizado culposamente, y así se lograría que se respetara 
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el estado jurídico de inocencia del adolescente y se cumpliera el principio de 
juicio previo, de cuyo desarrollo resultaría la aplicación de la medida 
socioeducativa que procede imponer, tras haberse demostrado que la conducta 
sea típica, antijurídica y culpable. 
Sexta: 
Es conveniente y urgente la reorganización de los centros de internamiento 
para adolescentes infractores de la ley penal. No obstante el cambio y la 
voluntad manifiesta de generar una nueva política de tratamiento, se perciben 
en los centros de internamiento para adolescentes privados de libertad ciertos 
problemas y deficiencias que es necesario definir para coadyuvar en la 
búsqueda de soluciones integrales. 
Sétima:  
Ante la ausencia de una política de ejecución de la medida socioeducativa 
–específicamente la de internamiento –no puede ser subsanada con las 
disposiciones del Código de Ejecución Penal, porque además de no existir 
norma que así lo disponga, en tal cuerpo normativo se parte de una concepción 
totalmente distinta al que debe estar presente en el tratamiento del adolescente 
infractor: rehabilitación mediante educación integral. Paralelamente a la 
regulación de normas que plasmen una política de tratamiento, se requiere la 
expedición de un reglamento que disponga reglas de vida diaria comunes a 
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